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Resumen
El presente trabajo final de maestría pretende, a partir de la lectura de algunos hechos de 
violencia sexual ocurridos en el pueblo Wayúu que es una sociedad matrilineal en donde 
la valoración de las mujeres es muy significativa, reflexionar en torno a las relaciones que 
pueden existir entre el reconocimiento del multiculturalismo constitucional en Colombia y 
la garantía del ejercicio de los derechos humanos de las mujeres indígenas en este 
contexto, desde una perspectiva de género. Para ello se presentan la violencia sexual 
como manifestación de la opresión y poder masculino sobre el cuerpo y libertad de las 
mujeres y las niñas, y los debates relacionados con la multiculturalidad e interculturalidad 
desde donde se expone la perspectiva adoptada en la materia en el país, para a partir de 
ello mostrar algunos de los límites de su puesta en práctica para el ejercicio de los 
derechos de los pueblos indígenas y en particular de las mujeres indígenas. 
.
Palabras clave: Género, derechos humanos, interseccionalidad, multiculturalismo, 
interculturalidad, mujeres indígenas. 
Abstract
This master thesis aims to reflect on the relationships that can exist between constitutional 
recognition of multiculturalism in Colombia and guarantee the exercise of human rights of 
indigenous women from a gender perspective, based on the study of some acts of sexual 
violence in the Wayúu indigenous community, which is a matrilineal society where 
women´s value is very significant. For doing so, sexual violence is conceptualized as a 
manifestation of male oppression and power over the body and freedom of women and 
girls, and the discussions related to multiculturalism and interculturalism from where the 
perspective adopted in this field in the country is exposed are described. From these 
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aspects, the research shows some of the limits of the implementation for the exercise of 
the rights of indigenous peoples, particularly indigenous women.
Keywords: Genre, Humans rights, intersectionality, multiculturanism, 
interculturanism, indigenous women. 
.
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INTRODUCCIÓN
La Constitución Política de Colombia de 1991 es reconocida como una de las 
más progresistas de América Latina por su decidido paso en el reconocimiento 
del carácter multicultural y pluriétnico de la Nación, que permitió que poblaciones 
históricamente excluidas y discriminadas fueran formalmente protegidas, y por 
tanto, que los pueblos indígenas obtuvieran importantes reivindicaciones para el 
ejercicio de sus derechos.
Así, su entrada en vigencia posibilitó a las autoridades de los pueblos indígenas 
el ejercicio de funciones jurisdiccionales dentro de sus comunidades de 
conformidad con sus propias normas y procedimientos, como una manifestación 
de respeto a su autogobierno y autodeterminación, lo cual representa una 
interesante oportunidad de diálogo cultural que da cuenta del pluralismo jurídico 
que convive en nuestro país.  
No obstante, la jurisdicción especial indígena no ha sido una experiencia pacífica 
pues mientras algunos sectores realizan fuertes críticas y ataques a su ejercicio, 
otros se han inclinado en su defensa y respeto por considerarla como fuente de 
legitimidad del Estado colombiano. 
Dicha salvaguarda vehemente que en otros eventos emerge sin mayor dificultad, 
es problematizada cuando la visión occidental de los derechos humanos y en 
particular de los derechos humanos de las mujeres y las niñas, se enfrenta con la 
manera en que se aborda su violación al interior de las comunidades indígenas, la 
cuál no es necesariamente represiva y por supuesto, no suele diferenciarla de 
otro tipo de violaciones a los derechos humanos teniendo en cuenta la particular 
situación de discriminación que padece la población femenina.  
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Además, este cuestionamiento se ve agudizado y contrapuesto por el 
reconocimiento de que el derecho mismo en el que se circunscribe la Constitución 
es controvertido por algunas posturas feministas que lo califican como patriarcal y 
por tanto como una vía de legitimación de la dominación masculina, y por el 
hecho de que la historia del reconocimiento de los derechos humanos no 
contradice claramente esa lectura de los ordenamientos jurídicos, los cuales en sí 
mismos también son objeto de fuertes críticas por la exclusión de las mujeres en 
su conformación. 
El presente trabajo final de maestría pretende, a partir de la lectura de algunos 
hechos de violencia sexual ocurridos en el pueblo Wayúu que es una sociedad 
matrilineal en dónde la valoración de las mujeres es muy significativa, reflexionar 
en torno a las relaciones que pueden existir entre el reconocimiento del 
multiculturalismo constitucional en Colombia y la garantía del ejercicio de los 
derechos humanos de las mujeres indígenas en este contexto, desde una 
perspectiva de género.
Para ello, el documento se encuentra dividido en tres apartes: el primero da 
cuenta de las perspectivas teóricas desde dónde se aborda el análisis, es decir, 
de las posturas adoptadas frente al género y al derecho a partir de las cuales se 
realiza la lectura de los hechos de violencia sexual, y hace un breve recorrido por 
los instrumentos internacionales de protección de derechos humanos referidos a 
las mujeres y a los pueblos indígenas cuya implementación en el ordenamiento 
jurídico interno y en la jurisdicción especial indígena  motivan la reflexión. El 
segundo hace una descripción de algunas visiones en torno al multiculturalismo 
adoptado en la Constitución Política de 1991 como escenario del ejercicio de los 
derechos de los pueblos indígenas y en particular de las mujeres indígenas, así 
como de los elementos y límites de la jurisdicción especial indígena en el país  y; 
finalmente, el tercero analiza un caso de violencia sexual ocurrido al interior de la 
comunidad Wayúu y de algunos pronunciamientos de las Altas Cortes respecto a 
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hechos de abuso sexual similares, en el que se incorporan las reflexiones 
realizadas a lo largo del documento y se presentan las conclusiones del análisis 
realizado.
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I. PERSPECTIVAS TEÓRICAS 
El presente análisis parte de los estudios de género y de una perspectiva crítica 
del derecho que reconoce en éste herramientas para alcanzar logros en la lucha 
en contra de la discriminación de las mujeres y que valora para la consecución de 
este objetivo, el discurso de los derechos humanos.
Para su desarrollo resulta imprescindible la presentación de las perspectivas de 
género, del derecho y de los derechos humanos desde las que se ubican las 
reflexiones: 
1.1 Género
El género constituye una categoría crítica de análisis que reflexiona en torno a la 
forma en que “los significados de los cuerpos sexuados se producen en relación 
uno sobre el otro y cómo estos significados se despliegan y cambian” (Scott, 
2011: 98). Esta categoría ha sido la base del feminismo1 que como movimiento 
social propende por la transformación de la situación de discriminación de las 
mujeres, en diversas realidades y contextos, a partir de sus particularidades 
sociales, étnicas, económicas, históricas, etc. 
Así, las teorías de género abarcan un conjunto de discursos y prácticas que 
surgen de la constatación de la desigualdad social entre hombres y mujeres, y 
que buscan entender y buscar alternativas para cambiar dichas realidades.
1 El feminismo no es un concepto unívoco. Existen diversos feminismos que inclusive tienen posturas antagónicas entre 
sí. De acuerdo con Ana de Miguel este concepto comprendería “los distintos momentos históricos en que las mujeres han 
llegado a  articular, tanto en la teoría como en la práctica, un conjunto coherente de reivindicaciones y se han organizado 
para conseguirlas.” De Miguel, A (1995). Citado por Amorós, C. (2006) 
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Desde algunas de estas perspectivas, el género es entendido como “un elemento 
constitutivo de las relaciones sociales basadas en las diferencias que distinguen 
los sexos y [ ] una forma primaria de relaciones significantes de poder” (Scott, 
2000: 289 – 290) y por tanto entienden que “las diferencias biológicas de las 
mujeres y los hombres son construidas culturalmente y generan relaciones 
sociales y simbólicas de poder, con  implicaciones en todos los campos del saber, 
incluido el derecho” (Orjuela, 2012: 11).
Dicha concepción del género dista de identificarlo como sinónimo de las mujeres, 
pues cobija otro tipo de manifestaciones de la construcción de la diferencia sexual 
en sí (Scott, 2011: 98), y hace énfasis en los binarismos y jerarquías con las que 
se definen las relaciones sociales, en las que lo masculino es privilegiado sobre el 
colectivo de mujeres.  Aunque estas no son categorías inamovibles ni 
observables en todas las culturas de la misma forma, su valor prescriptivo las 
hace legitimadoras de las identidades de hombres y mujeres. 
Desde esta óptica el sexo también se comprende como una construcción cultural 
(Butler, 2000: 315). Así, “es el género el que produce significado para el sexo y la 
diferencia sexual, no el sexo el que determina los significados del género, siendo 
este último clave para el primero y por tanto, convirtiéndose en una categoría útil 
para el análisis porque obliga a historizar las formas en las cuales el sexo y la 
diferencia sexual han sido concedidas” (Scott, 2011: 98). 
De forma que lo que se considera masculino o femenino corresponde a 
elaboraciones, producto de relaciones sociales y culturales, (Ortner & Whitehead, 
2000: 128) en tanto el cuerpo humano es entendido como una situación, un nexo 
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entre una realidad biológica, con formas culturales y elecciones2 (Orjuela, 2012: 
12).
A partir de ello la historiadora y precursora de los estudios de género Joan Scott 
identifica que el género, como elemento constitutivo de las relaciones sociales, 
incluye: los símbolos culturalmente disponibles que evocan representaciones de 
lo masculino y lo femenino; los conceptos normativos que manifiestan las 
interpretaciones de los significados de estos símbolos culturalmente disponibles; 
las instituciones políticas y las referencias a las instituciones y organizaciones 
sociales; y la identidad subjetiva (Scott, 2000: 289 - 290). 
De acuerdo con lo anterior, “el sexo y el género no son categorías biológicas en 
las que esté subsumida o incluida la opresión o la discriminación, o que la 
supongan. Se trata de espacios en disputa donde las relaciones de poder y las 
construcciones culturales han dado lugar a la consideración de lo masculino y sus 
significantes como superiores y a asociaciones simbólicas de lo masculino como 
universal, público y político3. Asociaciones que contraponen lo masculino y lo 
femenino en una relación de sujeto - objeto4” (Orjuela, 2012: 13).
2 Judith Butler señala que el cuerpo es “un nexo peculiar de cultura y elección, y ‘existir’ el propio cuerpo se convierte en 
una forma personal de asumir y reinterpretar las normas de género recibidas”. En este sentido,  “la noción de cuerpo 
natural y, desde luego, de un ‘sexo’ natural se hace cada vez más sospechosa. Los límites del género, la gama de 
posibilidades de una interpretación vivida de una anatomía sexualmente diferenciada, parece menos restringida por la 
anatomía que por el peso de las instituciones culturales que convencionalmente han interpretado esa anatomía” (Butler, 
2000:312 - 313).  
3 “Frances Olsen parte de la constatación de que en el pensamiento occidental y, en particular, en la tradición liberal, 
emergen una serie de pares opuestos como activo/pasivo, racional/irracional, objetivo/subjetivo, 
pensamiento/sentimiento, razón/emoción, poder/sensibilidad,  cultura/naturaleza, etc. Los primeros términos de estos 
pares culturalmente son asociados a lo masculino, pero también al mundo del derecho; los segundos términos a lo 
femenino e indican características generalmente consideradas extrañas al derecho. Esta bipolarización y la 
correspondiente división de los campos habría contribuido fuertemente y contribuirían aún a limitar el acceso y la 
influencia de las mujeres en el derecho.” (Facchi, 2005: 43).  
4 “Las asociaciones simbólicas relativas al género han variado mucho, han tendido a contraponer el individualismo a las 
relaciones mutuas, lo instrumental o artificial a lo naturalmente procreativo, la razón a la intuición, la ciencia a la 
naturaleza, la creación de nuevos bienes a la prestación de servicios, la explotación a la conservación, lo clásico a lo 
romántico, las características humanas universales a la especificidad biológica, lo político a lo doméstico, y lo público a 
lo privado. Lo interesante de estas oposiciones binarias es que nos permiten ver procesos sociales y culturales mucho 
más complejos, en los que las diferencias entre mujeres y hombres no son ni aparentes ni están claramente definidas” 
(Conway, Bourque, & Scott, 2000: 32). 
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Es fundamental entonces comprender que si las relaciones de sexo y género 
dependen de las culturas que las construyen, estas varían históricamente y por 
tanto “dan lugar a configuraciones específicas de regímenes de género que 
interactúan con el conjunto de las relaciones sociales, de tal suerte que las 
formas como se configura la discriminación y la opresión varían dependiendo del 
momento histórico y del lugar que se ocupa en el mundo” (Orjuela, 2012: 13).
De manera que abordar los estudios sociales a partir de la categoría crítica de 
análisis del género permite develar y tener como punto de referencia las 
relaciones de poder que determinan las definiciones de hombres y mujeres en la 
sociedad, dando cuenta de los efectos de la misma en ellos y ellas y por tanto de 
la discriminación de la que son objeto estas últimas por asuntos que se 
encuentran lejos de ser naturales y que han sido útiles para su dominación.
Este énfasis en la lectura resulta clave cuando se pretende emprender el estudio 
de una problemática social desde los derechos humanos pues permite 
comprender porque en estos la incorporación progresiva del género ha jugado un 
papel determinante en la garantía de los derechos de poblaciones históricamente 
excluidas como las mujeres, la población LGBTI, entre otras, ya que se detiene 
en las razones de su discriminación y sólo a partir de ello es posible avanzar en 
su progresiva superación.
De allí que las políticas públicas y las normas tiendan a incorporar esta categoría 
en sus definiciones y objetivos pues en el esfuerzo por reconocer las razones que 
han sustentado la marginalización de determinadas poblaciones se encuentran 
las auténticas facultades para un progreso que conduzca hacia una democracia 
verdaderamente incluyente y respetuosa del conjunto de la población. Ello resulta 
ser especialmente importante en sociedades como la colombiana que se ha auto-
reconocido como multicultural y pluriétnica y que bajo el supuesto de ser 
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democrática y de contar con un Estado Social de Derecho, se ve obligada en la 
inclusión y garantía de los derechos de cada una de las personas y conjunto de 
estas que la componen. Por esto el reconocimiento representa un reto constante 
al que deben enfrentarse las autoridades y la sociedad en general, pues este 
constituye además uno de los pasos principales para superar la violencia que se 
ha generado en el país, no sólo como producto de la guerra que enfrentamos, 
sino por un conflicto social y político en que las desigualdades y la profundización 
de las mismas ha jugado un papel fundamental.
1.2 Discriminación interseccional 
Las relaciones de sexo y género descritas anteriormente suelen encontrar 
intersecciones con las condiciones de clase, etnia y raza, que a su vez 
constituyen construcciones culturales excluyentes, dando lugar a discriminaciones 
con doble o triple motivación.  Cuando ello ocurre en una misma persona o por lo 
general, grupo de personas, se incrementan los efectos de la opresión. 
Esta concurrencia de factores de discriminación y de los efectos más gravosos 
para las mujeres cuando ello ocurre, empezó a ser discutido en los círculos 
feministas de mujeres afroamericanas en los años 70´s en Estados Unidos. 
Ángela Davis, una de las más importantes expositoras en la materia  insistió en la 
naturaleza transversal de la clase, el sexo y la raza como un legado de la 
esclavitud, dando paso a la introducción del término discriminación múltiple en la 
doctrina de la siguiente década.
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Al respecto y a partir de dichas reflexiones y de importantes estudios que la 
antecedieron5, Timo Makkonen diferencia tres tipos de discriminación:  “a) 
discriminación múltiple, que se produce cuando una persona es discriminada por 
diferentes motivos y en momentos temporales distintos; b) discriminación 
compuesta, en la que la discriminación se da como consecuencia de dos o más 
factores, añadidos el uno al otro en un determinado momento temporal, c) en 
tercer lugar, la discriminación interseccional, que se produce cuando varios 
motivos de discriminación interactúan o interaccionan a la vez – de forma 
concurrente-, y ello tiene como efecto directo la dificultad añadida en el proceso 
de socialización e integración social de las personas que la sufren” (Chacartegui, 
2010: 40).
Este último tipo, en la que se basa en presente análisis, provoca la exclusión 
social y genera un efecto multiplicador de la discriminación que por lo general se 
manifiesta en contra de las mujeres a través de la violencia. Así, los múltiples 
factores de discriminación se alimentan potenciando los efectos de la misma y por 
lo tanto sus víctimas sufren las consecuencias con mucha más intensidad que si 
se sumaran las diferentes casusas de discriminación por separado. 
La discriminación interseccional se caracteriza además por tener efectos 
selectivos sobre determinados grupos de personas especial e históricamente 
victimizados como el caso de las mujeres indígenas, afrodescendientes, 
lesbianas, etc., sobre los que focaliza sus consecuencias, y, porque 
desafortunadamente las luchas en su contra se han realizado de forma 
5 Kimberlé Crenshaw  fue una de las primeras académicas en estudiar los efectos de la discriminación múltiple sobre las 
mujeres quien decidió utilizar los términos interseccionalidad y discriminación compuesta, de donde concluyó la 
necesidad de estudiar este fenómeno como un todo y no como si se tratara de fragmentos de la misma. Su estudio 
Critical Race Theory de 1995 le permitió constatar las múltiples maneras en las que la discriminación por raza y género 
interactúan en las mujeres, estudiando especialmente el caso de las mujeres afroamericanas.  
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parcializada, sin propender por reivindicaciones para los grupos de mujeres en los 
que coinciden las circunstancias descritas6.
Autoras como Makkonen y Crenshaw consideran que ello deviene en un fracaso 
para cada uno de los movimientos sociales que no tienen en cuenta las 
relaciones de estos factores que causan efectos más graves de la discriminación, 
pues esta sólo será superada si se tiene en cuenta las situaciones descritas. 
Reconocer e identificar los efectos de los factores de discriminación y la 
concurrencia de los mismos cuándo ello ocurre en la vida de las mujeres y de 
otras poblaciones marginadas y excluidas, así como las implicaciones de ello en 
términos de poder y de perspectivas respecto de las relaciones sociales, e 
incorporarlo como foco del análisis de los acontecimientos y fenómenos sociales, 
comprende lo que se denomina enfoques diferenciales. 
Dichos enfoques desde los que pretendo abordar el análisis de los casos de 
violencia sexual en este escrito, parten de una perspectiva de los derechos 
humanos y pretenden aportar en la transformación de las inequidades y de sus 
expresiones, así como en la búsqueda de la reivindicación de las diferencias 
como supuesto para construir sociedades democráticas.
Así pues, por un lado se incorpora el enfoque de género que pone énfasis en la 
participación y empoderamiento de las mujeres7 y el enfoque étnico que hace 
6 De forma paralela a la que la doctrina ha desarrollado el concepto de interseccionalidad, los organismos internacionales 
de protección de derechos humanos han incorporado paulatinamente el de la discriminación múltiple, en particular el 
relativo a raza y género.  Entre los más destacados pronunciamiento en la materia se encuentran la Recomendación núm 
XXV sobre las Dimensiones de la Discriminación Racial relacionada con el Género del Comité de Discriminación Racial  
que indica que “es necesario integrar la perspectiva de género para lograr un enfoque más sistemático y coherente de la 
evaluación y la vigilancia de la discriminación racial de las mujeres”.  
7 Aún cuando cómo se mencionó anteriormente los conceptos de “género” y “mujer” no se entiendan equiparables, pero 
ello es así por la convicción de que el empoderamiento y visibilización de las mismas es determinante en la 
incorporación de la perspectiva de género y presupuesto para abordar perspectivas integrales frente a las feminidades y 
las masculinidades. 
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hincapié en la  autonomía y libre determinación de los pueblos indígenas, 
afrodescendientes, raizales y Rom, reconociendo la diversidad que se encuentra 
en las mujeres y en las etnicidades y formas de comprenderlas.
A partir de dichas perspectivas es posible explicar el por qué ciertas poblaciones 
aunque compartan condiciones básicas, al sumarle un factor adicional se 
encuentran en mayor desventaja que otras en la posibilidad de satisfacer sus 
necesidades, y desde ello analizar su situación concreta y las retos de superarla. 
Ello en países como el nuestro enriquece profundamente la comprensión de lo 
que se ha denominado como feminización de la pobreza reflejada en los bajos 
ingresos de las mujeres indígenas, afrodescendientes y campesinas, así como en 
su reducido acceso a la tierra, a la educación, entre otros. Además da cuenta del 
por qué son las principales víctimas de los distintos tipos de violencias tanto en el 
marco del conflicto armado como por fuera de él, y por tanto de la necesidad de 
tomar medidas urgentes y acordes con dicha situación.  
De manera que comprender la diversidad que existe en las mujeres, en los 
pueblos indígenas y en cada una de las comunidades marginadas representa la 
oportunidad para avanzar en la superación de su discriminación, visibilizar las 
demandas disímiles que tiene cada una de estas poblaciones que se encuentran 
lejos de ser homogéneas y de propender por las mismas reivindicaciones. Ello 
permite no homogeneizar y realmente desprenderse de las ideas universalizantes 
en las que se ha fundado el liberalismo, para inclinarse por la defensa de las 
diferencias y el reconocimiento. De allí la importancia de que esta se incorpore en 
la normatividad y en las políticas públicas cómo un perfeccionamiento y soporte 
de las ya adoptadas progresivamente en materia de género.
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1.3. Criticas feministas al derecho   
El derecho constituye un campo del saber ambiguo y controversial para el 
feminismo pues por un lado se ha constituido en una herramienta poderosa para 
mejorar la condición de las mujeres a través por ejemplo de las reformas legales 
que propician una igualdad de derechos formales, pero por otro, es una de las 
expresiones más radicales del dominio masculino al reproducir a través de 
normas generales y abstractas que rigen la vida en sociedad, los esquemas 
culturales que lo legitiman. De allí que a partir del género como categoría analítica 
crítica, el feminismo haya propendido por deconstruir el derecho como producto 
histórico y social, revelando la manera en que ha elaborado las diferencias entre 
hombres y mujeres cómo desigualdades jurídicas (Facchi, 2005: 39).
El ejercicio de develar las relaciones de poder contenidas en el derecho 
circunscribe a una parte significativa de la teoría crítica feminista en el enfoque de 
los Critical Legal Studies - CLS (Estudios críticos del derecho), que debate tres de 
los más importantes fundamentos del pensamiento jurídico: “la centralidad del 
derecho, la neutralidad y la racionalidad del proceso legal y la autoridad de la 
academia legal” (García Villegas, 2001:4 - 5). 
Si bien el pensamiento feminista sobre el derecho se caracteriza por la pluralidad, 
heterogeneidad y conflictividad, y aborda tanto sus contenidos como sus formas y 
la utilidad misma de recurrir a él, la jurista norteamericana Francis Olsen 
considera que sus posturas pueden ser sintetizadas de forma general y completa 
en tres tendencias8: La primera y más antigua, sostiene que el derecho es sexista 
y denuncia la falsedad de las ideas de universalidad y neutralidad sobre las que 
8 Isabel Cristina Jaramillo, prefiere realizar la distinción de las posturas feministas sobre el derecho a partir de la 
diferenciación de i) La crítica a los presupuestos del derecho y sus nociones fundamentales; y ii) La crítica a las 
instituciones jurídicas existentes (Jaramillo, 2000).  
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supuestamente se erige, a partir de las cuales ha generado una diferenciación 
entre hombres y mujeres, de suerte que ubica a estas última en una posición de 
desventaja en términos de no reconocimiento.  De acuerdo con esta postura, el 
derecho debería tratar de manera igual a hombres y mujeres.
Aunque gracias a esta perspectiva y a la lucha de las feministas que la 
sostuvieron se obtuvieron importantes reivindicaciones en el reconocimientos 
formal de los derechos de las mujeres, esta encontró críticas en el hecho de que 
sus planteamientos seguían tomando como patrón de medida a los varones, de 
manera que la igualdad es entendida como la asimilación a los mismos y la 
discriminación como el no trato idéntico con ellos.
Así pues, la segunda tendencia que también parte de la crítica al sujeto 
aparentemente neutro en el que se basan los ordenamientos jurídicos, sostiene 
que el derecho es masculino y reivindica las características “propias” de lo 
femenino como fórmula para obtener la garantía de los derechos de las mujeres. 
De esta forma, las teóricas feministas de esta tendencia señalan que dicho sujeto 
en el que se basa el derecho tiene características precisas que corresponden a la 
del grupo dominante y que al ser tomado como modelo excluye a otras personas 
de culturas, religiones, clases distintas y por supuesto, al conjunto de las mujeres 
en toda su diversidad. Si bien el espectro de teóricas y de posturas en este 
campo es amplio, lo que se plantea en términos generales ya no es el tratamiento 
“igualitario” de mujeres y hombres sino la revalorización de la experiencia de las 
mujeres y la incorporación de cuestiones más ligadas a lo “femenino” (Olsen, 
2000).
Catherine Mackinnon, una de sus mayores expositoras, insiste en el carácter 
masculino del derecho y señala al respecto que los valores de neutralidad y 
objetividad de este no son universales sino que son masculinos con pretensiones 
universales. Por tanto afirma que “el Estado es masculino en el sentido feminista” 
21Perspectivas teóricas 
Bibliografía 21
(MacKinnon, 2006: 203), pues reproduce y legitima intereses basados en 
relaciones de poder desiguales donde los hombres son los ganadores del juego 
político (MacKinnon, 2006: 204). 
Para esta jurista norteamericana el problema del derecho no se fundamenta en si 
este debe tratar de forma igual o no a las mujeres con relación a los varones 
como lo presenta la primera tendencia, sino el de evitar que constituya un 
instrumento de subordinación y opresión. Así propone fijar la atención en la 
sexualidad la cual constituye un ámbito privilegiado de opresión de los hombres 
sobre las mujeres.
Mackinnon considera que “el derecho puede servir no solamente para registrar y 
oficializar una modificación, y por lo tanto también para comunicarla y afirmarla 
simbólicamente, sino que, legitimando determinados comportamientos y 
deslegitimando otros, permite a las mujeres hacerlos propios o oponerse a ellos 
(…)” (Facchi, 2005:  38).
Así pues cuando afirma que “este derecho no sólo refleja una sociedad en la que 
los varones gobiernan a las mujeres; ellos gobiernan de manera masculina”, se 
refiere la institucionalización de un determinado orden de poder pero no a la 
naturaleza necesaria del derecho mismo.
En ello coincide Olsen quien considera que la ciencia jurídica feminista tiene el 
deber de analizar las posturas ideológicas insertas en el derecho, reconociendo 
que en el orden  práctico el uso del derecho pueda traer beneficios para las 
mujeres.
Por su parte, la tercera tendencia considera que el derecho como todo discurso 
social es un producto social e histórico, determinado por las relaciones de poder 
que a su vez dependen de las fuerzas en pugna en un momento y lugar 
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específicos. Así el derecho es el instrumento legitimador del poder y por tanto 
impone conductas, prohíbe acciones, etc y está presente en  todos los espacios 
de la vida social,  de manera que instaura un modelo de convivencia al que debe 
ajustarse toda la población. 
Desde esta perspectiva el derecho, en tanto expresión de las relaciones sociales, 
incorpora una posición frente al género y por ello es necesario deconstruirlo tanto 
en su conceptualización como en su práctica, y ver la forma en que opera como 
una herramienta creadora de diferenciación. La atención deberá entonces 
dirigirse a la estrategia creadora de género del derecho, que supone un modelo 
de Mujer desde el que juzga al conjunto de la población femenina. 
De manera que como se ha descrito, aunque todas las tendencias del feminismo 
crítico frente al derecho reconocen que este reproduce y legitima los conceptos 
que diferencian lo masculino de lo femenino en un plano asimétrico y jerárquico, 
algunas encuentran en el mismo un campo de lucha por medio del cual es posible 
obtener reivindicaciones importantes con implicaciones políticas útiles a las 
luchas de las mujeres, y desde allí se enfoca el presente escrito. 
Así pues, a pesar de que el derecho ha sido útil y efectivo en la reproducción de 
las relaciones desiguales de poder en las que se privilegia a los hombres, este 
también puede constituirse en una herramienta para el cambio, y de hecho lo ha 
sido para diversos grupos oprimidos que soportados en él han reclamado su 
inclusión con resultados favorables, aunque exista un largo camino pendiente por 
recorrer en la materia. 
Si bien se reconoce que el cambio de las normas no produce de forma inmediata 
ni necesariamente resultados redistributivos o de reconocimiento en términos de 
justicia “porque el sistema está construido de tal manera que estos cambios 
pueden ser filtrados para que no se apliquen” (Galanter, 2001: 101), se hace 
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perentorio reflexionar en torno a la forma en que quienes hacen parte de la 
práctica jurídica pueden aportar en la construcción de ejercicios más justos del 
derecho los cuales deben estar acompañados de reformas estructurales del 
Estado y de las ideas dominantes en las sociedades (Orjuela, 2012: 22).
Tal y como lo señala Galanter: “[l]a contribución del abogado al cambio social 
redistributivo [y a la justicia basada en el reconocimiento] depende, entonces, de 
la organización y la cultura de la profesión jurídica. Hemos conjeturado que el 
cambio sustantivo de reglas producidas por los tribunales es poco probable que 
constituya, por sí mismo, un elemento determinante en la generación de 
beneficios tangibles para la redistribución [y el reconocimiento]. El problema es, 
entonces, si la organización de la profesión, les permite a los abogados 
desarrollar y utilizar habilidades en estos otros niveles. En cuanto más se 
consideren los abogados a sí mismos exclusivamente como abogados de 
tribunal, menor será sus disposición a emprender nuevas tareas, a establecer 
alianzas duraderas con sus clientes y a operar en foros diferentes de los 
tribunales, y, por ende, menos servirán de agentes del cambio redistributivo” 
(Galanter, 2001: 102). 
El reto entonces está en comprender el alcance del derecho como herramienta 
transformadora y emancipatoria y asumirla como tal, aún cuando no sea su único 
ni principal uso. De allí que Isabel Cristina Jaramillo afirme que el derecho 
representa “una de las más importantes herramientas dentro de la lucha de las 
mujeres por alcanzar el lugar que desean tener dentro de la sociedad” (Jaramillo, 
2000: 27). Así como lo ha significado para el resto de movimientos sociales cuyas 
luchas se han traducido en importantes reconocimientos de la diversidad en los 
instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos, los cuáles 
han sido útiles para su reivindicación y exigencia.  
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Lo anterior no ignora que a pesar de los grandes avances que se han obtenido en 
el derecho a partir del activismo de las mujeres organizadas, siguen 
produciéndose normas y posturas en el mismo que reflejan y favorecen la 
discriminación. Sin embargo tampoco puede desconocerse el hecho de que la 
persistencia en las luchas de estos movimientos por la transformación ha dado 
frutos y mantenerlos y avanzar en ellos implicará un arduo trabajo. 
Romper con los patrones culturales que sustentan la discriminación es una labor 
compleja,  en la que se ha demostrado que un esfuerzo continuo y riguroso como 
el llevado por el feminismo como movimiento social ha tenido efectos positivos en 
la vida de las mujeres, quienes en alguna medida cada vez más tienen derecho a 
disentir y a ser escuchadas, aunque aún existan grandes obstáculos que  
deberán ser superados. 
De manera que aunque en el derecho persisten las disputas de poder y 
desafortunadamente los estereotipos que sustentan decisiones y normatividad 
que subvaloran a ciertas poblaciones como las mujeres también, ello es lo que 
precisamente justifica la necesidad de continuar y profundizar en el debate con 
quienes legislan e imparten justicia, además de con quienes se forman para ello, 
con el fin de que en su desempeño cotidiano no perpetúen la discriminación y por 
el contrario, sean agentes de cambio en la garantía de los derechos del conjunto 
de la población y por ende, se concretice así el deber de justicia que está en 
cabeza del Estado. Este es quizás uno de los retos más importantes para el 
movimiento feminista que a diario se cuestiona sobre la mejor forma de lograr 
cambios que sean favorables para la garantía de los derechos de las mujeres y 
que con su trabajo ha constatado la posibilidad de hacerlo a través del derecho, 
en el que en particular, el derecho internacional de los derechos humanos, sus 
organismos y algunas de sus decisiones, han representado grandes logros para 
sus luchas. 
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En especial en Colombia los frutos de esta constante reivindicación y crítica por 
las formas patriarcales que adopta el derecho se han visto reflejados en una 
progresiva implementación de normas como la Ley 1257 de 2008 relativa a la 
sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación 
contra las mujeres y en manifestaciones de repudio a hechos de violencia y 
exclusión de esta población. Si bien este es un largo camino por recorrer, se han 
dado pasos importantes y la postura vigilante del movimiento de mujeres 
continuará cosechando éxitos legales y jurisprudenciales, aunque ello debe estar 
acompañado por medidas de sensibilización y de educación en la materia que 
progresivamente desentrañen los patrones culturales y los estereotipos en los 
que se fundamenta la discriminación. 
1.4. Construcción no incluyente de los derechos humanos 
Abordar los derechos humanos desde una perspectiva de género implica 
reconocer que tal y como se ha señalado anteriormente, los ordenamientos 
jurídicos no han sido producto de procesos incluyentes sino que tras de estos se 
encuentran relaciones de poder y modelos de relaciones sociales en los que se 
propende por una distinción que privilegia a los hombres  sobre las mujeres. Así 
pues, la crítica conceptual de las feministas respecto del derecho internacional de 
los derechos humanos sigue el camino trazado por la crítica feminista al derecho 
en general y desmitifica su aparente perfección9.
De esta forma la consolidación de los derechos humanos como discurso universal 
ha sido analizada por el feminismo desde el cuestionamiento a la idea del sujeto 
9 Hilary Charlesworth, al respecto señala que “los análisis de los fundamentos y del alcance del derecho internacional de 
los derechos humanos frecuentemente caen en un lenguaje heroico o místico: es casi como si esta rama del derecho 
internacional fuera demasiado valiosa y demasiado frágil para resistir ser criticada. [Sin embargo,] el desarrollo de los 
derechos humanos internacionales de la mujer desafía esta renuncia a examinar los fundamentos de los derechos 
humanos” (Charlesworth, 1997:56). 
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abstracto y neutro en el que se basaron las revoluciones liberales y burguesas, 
así como al principio y el derecho a la igualdad, y a la división público y privado 
como esferas opuestas en que mujeres y hombres ocupan roles específicos en 
detrimento de estas primeras.
Esta perspectiva en su lectura les permitió develar que las revoluciones 
burguesas y la promulgación de los principales instrumentos de derechos 
humanos excluyeron a las mujeres10. Tal como lo señala María Emma Wills, 
dichas revoluciones liberales que pretendían enfrentarse a regímenes injustos, no 
implicaron cambios frente a la opresión a la que se sometía a las mujeres y por el 
contrario “les imputó una esencia trascendente que las presentaba como criaturas 
cercanas a la naturaleza, emocionales, intuitivas, arrastradas por sus pasiones, 
ancladas al pensamiento concreto y con una inclinación natal hacia el cuidado de 
los otros” (Wills, 2007: 34).  
Si bien el derecho de los derechos humanos se encuentra en permanente tensión 
frente a la crítica feminista, ello ha sido útil al cambio del mismo, de sus 
contenidos y de sus alcances pues las teóricas feministas han denunciado su 
carácter excluyente y la forma en que perpetúa los modelos patriarcales del 
derecho mismo, y también han realizado reconocimientos a la utilidad de estos 
para la garantía de condiciones dignas para las mujeres y sobretodo para 
exigirlas frente a los Estados. 
10 “Vale la pena anotar, para comenzar, que con excepción de la Convención sobre los derechos del niño, todos los 
instrumentos ‘generales’ de derechos humanos se refieren únicamente a los hombres. La importancia del lenguaje en la 
construcción y reafirmación de la subordinación de la mujer ha sido profusamente analizada por investigadores 
feministas y el vocabulario consistentemente masculino del derecho de los derechos humanos opera tanto directa como 
sutilmente para excluir a las mujeres. De manera más básica, todo el derecho internacional de los derechos humanos 
depende y refuerza la distinción entre el mundo público y privado, distinción que produce ensordecimiento, y con 
frecuencia un silenciamiento, de las voces de las mujeres” (Charlesworth, 1997:65).  
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Progresivamente las perspectivas feministas han transitado de un duro 
cuestionamiento a situaciones concretas de discriminación en su diseño y 
disposiciones, hacia una formulación de lo que se podría denominar una teoría 
crítica del derecho y de los supuestos ideológicos que lo sostienen para, poco a 
poco entrar en una etapa concentrada en los aspectos procedimentales del 
derecho y su práctica (Fries, 2012: 11). 
De esta manera el escepticismo ha dejado de ser la principal postura y sin dejar 
la crítica de lado, se tiende hacia un proceso para asegurar el cumplimiento de 
aquello con lo que ya se cuenta, es decir, los movimientos de mujeres empezaron 
a centrar su atención en la exigibilidad de los derechos consagrados y en activar 
esos mecanismos frente a situaciones de su violación (Fries, 2012: 11). 
Tal como se venía comentando, el derecho internacional de los derechos 
humanos no es ajeno a la pugna de poder e intereses subsumida en el derecho 
en general y ello se ha visto reflejado en sus disposiciones y en sus 
procedimientos, así como en su diseño y en la exclusión de las mujeres para su 
conformación, sin embargo la fuerza y decisión con la que ha actuado el 
feminismo desde una postura crítica ha hecho posible que los mismos se 
conviertan en herramientas de cambio en la vida de las mujeres. 
De allí que su insistencia en el asunto haya logrado que hoy en día la violencia en 
contra de las mujeres sea considerada una forma de discriminación que como tal 
es una norma de ius cogens y por tanto no puede ser desconocida bajo ninguna 
circunstancia por los Estados ya que además implica obligaciones erga omnes y 
una garantía inderogable en Estados de excepción, convirtiéndose de esa 
manera la prohibición de discriminación en una disposición  de especial 
importancia en el derecho internacional de los derechos humanos  pues su 
cumplimiento no se sujeta a relaciones de reciprocidad o a la suscripción de 
tratados internacionales en la materia.
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Este gran logro ha significado que se hayan elaborado y aprobado instrumentos 
específicos de protección de esta población basados en la prohibición de la 
violencia en su contra así como de su exclusión, y que su exigibilidad se haya 
traducido en decisiones concretas que como las del sistema interamericano de 
derechos humanos y las del Comité de la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer (en adelante Cedaw, por sus 
siglas en inglés), instan a los Estados a velar porque efectivamente las mujeres 
puedan ejercer sus derechos. Ello además ha permitido que se incorporen 
medidas afirmativas con el fin de que a partir de las mismas se supere 
progresivamente la discriminación en contra de las poblaciones marginadas y se 
generen las condiciones propicias para que la sociedad las acoja como 
interlocutoras válidas como siempre debió ocurrir.
A continuación se presenta una breve descripción de dichos instrumentos 
internacionales de protección cuya observación en la resolución de casos que 
comprometen los derechos humanos de las mujeres y niñas y niños indígenas 
motivan la reflexión que se presenta.
1.5. Discriminación y derechos humanos de las mujeres 
y de los pueblos indígenas
1.5.1. Discriminación en contra de las mujeres en el sistema 
internacional de protección de los Derechos Humanos. 
La violencia en contra las mujeres constituye una de las problemáticas más 
graves que enfrentan las sociedades alrededor del mundo, la cual tiene su origen 
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en la discriminación y exclusión basada en los patrones culturales que no les 
permiten ejercer sus derechos en condiciones de igualdad a los que se hacía 
referencia anteriormente.
El reconocimiento de que dichas violencias contra las mujeres constituyen 
violaciones a los derechos humanos así como el reconocimiento del derecho a 
vivir una vida libre de violencia, ha sido plasmado en normas de carácter 
internacional que establecen la obligación para los Estados de incorporar en el 
ámbito interno mecanismos de protección para las mujeres respecto de prácticas 
que vulneran sus derechos, producidas no sólo en el ámbito público sino también 
y particularmente en el privado en dónde se ejerce mayor violencia contra ellas 
(Corporación Humanas, 2012: 12).
Si bien, los primeros instrumentos internacionales de protección de derechos 
humanos no contienen disposiciones específicas sobre derechos de las mujeres o 
discriminación y violencia basada en el género, en la práctica reconocen y 
garantizan estos derechos. 
Así, la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 que tiene carácter 
consuetudinario y recoge los acuerdos iniciales sobre derechos humanos de la 
Organización de Naciones Unidas, contempla por primera vez la cláusula general 
de no discriminación, reproducida posteriormente en la mayoría de pactos y 
convenciones, según la cual todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos. Además establece que todas las personas tienen los 
mismos derechos y libertades proclamados en la Declaración sin distinción de 
“raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición”. 
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Por su parte, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) y el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), 
adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1966, que junto 
con la Carta de Naciones Unidas constituyen la denominada Carta Internacional 
de Derechos Humanos, también contienen disposiciones relativas a la no 
discriminación. El primero de estos en sus artículos 2º, 3º, 4º y 26 que indican que 
los individuos son iguales ante la ley y que los Estados parte les respetarán y 
garantizarán los derechos reconocidos en el Pacto sin distinción alguna; así como 
que propenderán por la igualdad en el goce de los derechos enunciados por parte 
de las mujeres y los hombres.11
En el mismo sentido se manifiestan los artículos 2°, 3° y 4° del PIDESC, que 
establecen el compromiso de los Estados parte a garantizar el ejercicio de los 
derechos contenidos en dicho instrumento sin discriminación alguna, así como el 
compromiso de estos por asegurar a hombres y mujeres “igual título a gozar de 
todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente 
Pacto”.
Es importante destacar que el Comité del PIDESC, órgano de seguimiento de 
este Tratado, en su Observación General No. 20 sobre No Discriminación, 
establece que “la no discriminación y la igualdad son componentes 
fundamentales de las normas internacionales de derechos humanos y son 
esenciales a los efectos del goce y el ejercicio de los derechos económicos, 
sociales y culturales”12.
11 El Comité de Derechos Humanos en su decisión sobre la Comunicación No. 202 de 1986 Caso Graciela Alto Vs. Perú, 
reconoció la existencia de una práctica discriminatoria contra las mujeres, derivada de la legislación peruana y pidió al 
Estado la adopción de las medidas necesarias para remediarla, con lo que  
12 Comité PIDESC, 2009,  Observación General No. 20 
31Perspectivas teóricas 
Bibliografía 31
                                                
Aunque dichas disposiciones y sus correspondientes desarrollos son 
fundamentales para el ejercicio de los derechos de las mujeres, el reconocimiento 
de que aquellas no gozan de manera igual de los derechos humanos como 
resultado de los roles sociales de género, la división sexual del trabajo, y la 
definición del mundo público y privado, entre otras, hizo necesario que se 
diseñaran e implementaran instrumentos jurídicos internacionales que dieran 
cuenta de esta realidad.
Así, actualmente se cuenta con instrumentos específicos en la materia como la 
Cedaw aprobada en Colombia mediante ley 51 de 1981, la Recomendación 
General No. 19 adoptada por el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer (Comité de la Cedaw), la Declaración sobre la Eliminación de la 
violencia contra la Mujer y, la Convención interamericana para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra la Mujer o “Convención de Belém do Pará” 
aprobada mediante ley 248 de 1995. Además, es importante señalar que el 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, aprobada mediante ley 742 de 
2002 incorporó importantes disposiciones para la judicialización de crímenes 
contra las mujeres como la violencia sexual. 
De igual forma se han presentado avances significativos al respecto en los 
pronunciamientos del Sistema Interamericano. La Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ha emitido innumerables informes sobre la discriminación en 
contra de las mujeres, no sólo como fenómeno colectivo sino también individual13,
y la Relatoría sobre las mujeres ha publicado más de una docena de informes 
temáticos referidos a la situación de la población femenina en el continente. Por 
su parte, la Corte ha emitido trascendentales sentencias relacionadas con 
violaciones de derechos humanos de mujeres como Castro Castro contra Perú y 
13 Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia sexual: La educación y la salud (2011). Acceso a la justicia 
para mujeres víctimas de violencia sexual en Mesoamérica (2011). Las obligaciones reforzadas en materia de violencia 
contra la mujer conforme a la Convención de Belém do Pará. 
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Campo Algodonero contra México. También se encuentran Fernández y Rosendo 
Cantú, ambos contra México, Gelman contra Uruguay y Atala contra Chile.
En concordancia con dichos avances internacionales, Colombia como se ha 
mencionado, ha firmado y ratificado dichos instrumentos internacionales que han 
favorecido una paulatina reforma legislativa interna a fin de establecer un marco 
jurídico de protección de los derechos humanos de las mujeres y las niñas, entre 
las que se destaca la Ley 1257 de 2008 que ha sido un gran logro para el 
movimiento de las mujeres aún cuando su implementación haya dado ya 
muestras de dificultades en materia de protección de las víctimas, entre otras. 
Estos instrumentos además de hacer parte del ordenamiento interno forman parte 
de la Constitución Nacional como parámetros de control constitucional o de 
interpretación a través del bloque de constitucionalidad, figura establecida en los 
artículos 93 y 214 de la Constitución y que se refiere a “aquellas normas y 
principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional 
son utilizados como parámetros de control constitucional de las leyes, por cuanto 
han sido normativamente integrados a la constitución, por diversas vías y por 
mandato de la propia constitución. Son pues verdaderos principios y reglas de 
valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional” (C- 
225, 1995).
1.5.2. La violencia sexual en el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos 
La violencia sexual es uno de los crímenes más graves y frecuentemente 
cometidos en contra de mujeres, niñas y niños alrededor del mundo y constituye 
una manifestación de opresión masculina pues se fundamenta en el control de la 
sexualidad y del cuerpo de las mujeres y de las niñas y los niños por parte de los 
hombres.
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Aunque este delito ocurre desde tiempos inmemorables, su aparición en los 
debates del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y en especial del 
Derecho Penal Internacional es reciente y está relacionada con  su comisión en el 
marco de los conflictos armados, y no a su carácter sistemático y generalizado 
que lo calificaría como delito de lesa humanidad.14
Así, los cuatro convenios de Ginebra de 1949 han incluido disposiciones para 
prestar una protección especial a las mujeres embarazadas, las madres lactantes 
y las madres en general, y han considerado la vulnerabilidad de las mujeres ante 
la violencia sexual en tiempos de conflicto armado. Sin embargo, dicha 
incorporación ha resultado insuficiente y aún asociada a una concepción del 
ataque al honor masculino a través del cuerpo de las mujeres.
Sólo hasta que el Tribunal Especial para la antigua Yugoslavia asumió la 
investigación de los delitos allí cometidos, efectivamente se habló de la violación 
como un arma de guerra. Sin embargo la primera sentencia de un Tribunal 
Internacional en la materia se presentó en 1998 en contra de Jean-Paul Akayesu, 
por el Tribunal Especial de Rwanda que consideró que los hechos de violencia 
sexual cometidos y propiciados por este, eran constitutivos de genocidio. 
Además de estos importantes antecedentes, el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional que permite el juzgamiento y sanción de individuos 
responsables de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al 
derecho internacional humanitario, incorporó importantes disposiciones para la 
judicialización de dichos crímenes. En este tratado se incluyó la violencia sexual 
                                                
14 “Antes de 1990, la violencia sexual en la guerra era, salvo excepción, largamente invisibilizada. Si no invisibilizada, al 
menos trivializada; si no trivializada, fue considerada una cuestión privada o justificada como un producto inevitable de 
la guerra, una recompensa a los combates de los hombres” (Copelon, 2000). 
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como un crimen constitutivo de genocidio, un crimen de lesa humanidad y un 
crimen de guerra. 
Las reglas de procedimiento y prueba del Estatuto de Roma adicionalmente 
establecen medidas especiales para las víctimas de violencia sexual. Así el 
numeral 5 de la regla 63 señala que: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 3 
del artículo 66, la Sala no requerirá corroboración de la prueba para demostrar 
ninguno de los crímenes de la competencia de la Corte, en particular los de 
violencia sexual” (CPI, 2000). 
 La regla 70, establece como principios de la prueba en casos de violencia sexual:  
a) El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o conducta 
de la víctima cuando la fuerza, la amenaza de la fuerza, la coacción 
o el aprovechamiento de un entorno coercitivo hayan disminuido su 
capacidad para dar un consentimiento voluntario y libre; 
b) El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o conducta 
de la víctima cuando ésta sea incapaz de dar un consentimiento 
libre;
c) El consentimiento no podrá inferirse del silencio o de la falta de 
resistencia de la víctima a la supuesta violencia sexual; 
d) La credibilidad, la honorabilidad o la disponibilidad sexual de la 
víctima o de un testigo no podrán inferirse de la naturaleza sexual 
del comportamiento anterior o posterior de la víctima o de un testigo 
(CPI, 2000). 
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Estas reglas han sido reconocidas y validadas en el país en la Ley 1448 de 2011 
conocida como la “Ley de víctimas”, y han sido aplicadas por la jurisprudencia 
nacional15 constituyéndose como precedente constitucional de obligatorio 
cumplimiento en casos futuros (Corporación Humanas, 2011: 99). 
Así mismo, en los ámbitos de protección y reparación a las víctimas de violencia 
sexual, el Estatuto de Roma y las reglas de procedimiento y prueba incorporan 
medidas especiales como la recolección de testimonios con presencia de 
psicólogo o familiar, e interrogatorios que eviten hostigamiento e intimidación 
(Regla 88), y la reparación que comprende la rehabilitación, restitución y la 
indemnización (Reglas 94 y 95). 
Los pronunciamientos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
mencionados anteriormente también han reflexionado al respecto llamando a los 
Estados al cumplimiento de sus obligaciones en la garantía y respeto de los 
derechos humanos de las mujeres al evitar que se comentan hechos de violencia 
sexual, abstenerse de perpetrarlos a través de los miembros de sus fuerzas 
oficiales y judicializando a los responsables de estos hechos. 
Dichos avances han sido incorporados en el ordenamiento jurídico interno, en 
particular en el Código Penal (Ley 599 de 2000) que en el Título II incorpora como 
parte de los delitos en contra de personas y bienes protegidos por el derecho 
internacional humanitario el acceso carnal violento y los actos sexuales violentos 
en contra de personas protegidas y la prostitución forzada así como la esclavitud 
sexual.  Además dedica el Título IV a los delitos contra la libertad, integridad y 
formación sexuales.
                                                
15 Al respecto ver: Corte Constitucional, Sentencia T-453 del 2005. M.P. Manuel José de Cepeda Espinosa. Sobre 
derechos de las víctimas de delitos sexuales. 
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1.5.3. Sistema internacional de protección de los Derechos 
Humanos de los Pueblos Indígenas 
Los pueblos indígenas también constituyen una población históricamente excluida 
y discriminada para la que los instrumentos internacionales de protección de 
derechos humanos han representado una importante herramienta en la 
reivindicación formal de sus derechos.
El avance de estos instrumentos es muy significativo y algunos de estos han 
tenido implicaciones particularmente relevantes para el reconocimiento del 
ejercicio de su autonomía. Además se cuenta con agencias y órganos específicos 
para su protección como el Grupo de Trabajo de Naciones Unidas sobre 
poblaciones Indígenas16, el Relator Especial de la ONU sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos indígenas17, el 
Foro Permanente de la ONU sobre Cuestiones Indígenas18. En el Sistema 
Interamericano, se encuentra la Relatoría sobre los derechos de los pueblos 
indígenas.
En relación a los derechos humanos de las mujeres indígenas es importante 
resaltar la tercera sesión del Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas 
celebrada en mayo de 2004, ya que este tuvo como asunto central su situación y 
16 Véase Comisión de Derechos Humanos Res. 1982/19 (10 de marzo 1982); E.S.R. Res. 1982/3 (7 de mayo de 1982). 
Estas resoluciones establecen el Grupo de Trabajo como un órgano dependiente de la Subcomisión para la Prevención de 
Discriminación y Protección de Minorías de Naciones Unidas —Actualmente Subcomisión para la Promoción y 
Protección de los Derechos Humanos— con el mandato de revisar los desarrollos que se produzcan respecto a los 
pueblos indígenas y de desarrollar normas internacionales relevantes. El Grupo de Trabajo, que permite una amplia 
participación de los pueblos indígenas en sus reuniones anuales de una semana de duración, se ha convertido en un 
importante punto de encuentro para los pueblos indígenas para expresar sus preocupaciones y en un punto focal 
importante de las actividades de la ONU en la materia. (Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el 
Caribe, 2013: 73).  
17 Establecido por la Comisión de derechos humanos de la ONU en su Resolución 2001/57 (24 de abril de 2001). 
18 El Foro Permanente fue creado con un mandato de asesorar y hacer recomendaciones al Conejo Económico y Social 
específicamente sobre «asuntos indígenas», y de promover el conocimiento y la integración de las actividades relativas a 
estos asuntos dentro del sistema de las Naciones Unidas. Resolución 2000/22 del Consejo Económico y Social (28 de 
Julio de 2000). 
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adoptó recomendaciones muy relevantes al respecto. En él se reconoció que las 
mujeres indígenas de todo el mundo se encuentran entre los grupos más 
marginados, y que la discriminación que padecen obedece a razones de género, 
raza, cultura y clase social. De acuerdo con el mismo “la globalización, el 
nacionalismo, y enfoques paternalistas y verticalista sobre desarrollo proveen un 
ambiente económico y social que ha contribuido al empobrecimiento de las 
mujeres indígenas, la ruptura de las instituciones y mecanismos sociales 
tradicionales, violencia y militarización, desplazamiento y migración y la 
degradación de sus recursos naturales” (Naciones Unidas, 2004). También 
destacó el hecho que estas han asumido un papel determinante como 
mediadoras y agentes en la construcción de la paz.
Así mismo, a partir de este Foro Permanente se auspició una Reunión del grupo 
internacional de expertos y expertas sobre el asunto de “Combatir la violencia 
contra las mujeres y las niñas indígenas: artículo 22 de la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”, llevada a cabo 
en Nueva York del 18 al 20 de mayo del 2012, en cuyo informe final se solicita a 
los organismos de las Naciones Unidas apoyar las iniciativas de las 
organizaciones y redes de mujeres indígenas con el fin de llevar a cabo un 
seguimiento de las recomendaciones de la Cedaw, el Comité para la Eliminación 
de la Discriminación Racial y el Foro Permanente, como también se les solicita 
que apoyen los procesos de informes complementarios elaborados por las 
organizaciones de mujeres indígenas (Naciones Unidas, 2012). (Observatorio de 
Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, 2013: 73).
Por otra parte, el instrumento más relevante en cuanto al reconocimiento de la  
autonomía de los pueblos indígenas lo constituye el Convenio N.º 169 sobre 
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Pueblos Indígenas y Tribales de la Organización Internacional del Trabajo19,
aprobado en Colombia mediante Ley 21 de 1991,  pues este reconoce “las 
aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de sus propias instituciones, 
formas de vida y desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades, 
lenguas y religiones, dentro del marco de los Estados en donde viven”. Sobre 
esta premisa exige a los Estados que respeten las aspiraciones indígenas en 
todas las decisiones que les afecten e incluye disposiciones en pro de la 
integridad cultural indígena, de los derechos sobre la tierra y los recursos, así 
como avanza en contra de la discriminación en la esfera del bienestar social de 
estos pueblos. 
Lo más importante de este instrumento es que reconoce los derechos colectivos 
de los pueblos indígenas, como tales, y no como derechos de personas 
individualmente consideradas. Estos derechos colectivos incluyen el derecho a 
ser consultados como grupos sociales a través de sus propias instituciones 
representativas, así como derechos a la propiedad sobre las tierras tradicionales 
y el derecho como grupos a mantener sus propias instituciones y costumbres. 
Desde 2007 se cuenta con otro importante instrumento de protección para esta 
población que es la Declaración de Naciones Unidas sobre los derechos de los 
pueblos indígenas20, el cual reconoce la urgente necesidad de respetar y 
promover los derechos de estos pueblos y por tanto consagra el derecho a la libre 
autodeterminación política, social y económica de los mismos.
Esta  Declaración incorpora disposiciones específicas relativas a las mujeres 
indígenas que reconocen su igualdad con los hombres, como el  artículo 44 que 
19 Convenio Nº 169 Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, 27 de junio de 1989, XXVI 
Conferencia Internacional del Trabajo.  
20 Naciones Unidas. Asamblea General.  Resolución A/61/L.67 y Add.1 por medio de la cual se aprueba la Declaración 
de Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas. 
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establece que: “Todos los derechos y las libertades reconocidos en la presente 
Declaración se garantizan por igual al hombre y a la mujer indígenas”. 
A partir de esta se gestó un importante espacio de carácter internacional en la 
reivindicación de los derechos humanos de las mujeres indígenas: la Conferencia 
Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe. En el marco de su XI 
versión realizada en Brasilia en julio de 2010 se reconoció la persistencia del 
racismo en la región y la consecuente desventaja para las mujeres indígenas en 
los distintos ámbitos del desarrollo. (CEPAL, 2010).  
Adicionalmente la visibilización de los pueblos y personas indígenas se ha 
convertido en un asunto prioritario en América Latina lo cual se ha plasmado en 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio y, más recientemente, en la primera 
reunión de la Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo, realizada en 
Montevideo en agosto de 2013 en cuyo consenso los países la región acordaron: 
“Adoptar las medidas necesarias, en conjunto con los pueblos indígenas, para 
garantizar que mujeres, niños, niñas y adolescentes y jóvenes indígenas gocen 
de protección y garantías plenas contra todas las formas de violencia y 
discriminación, y tomar medidas para asegurar la restitución de derechos” 
(CEPAL, 2013) 
La  incorporación de dichos instrumentos en el ordenamiento jurídico interno 
también ocurre a través del bloque de constitucionalidad y tiene especial 
relevancia a partir del reconocimiento que hace la Constitución del carácter 
multicultural y pluriétnico de la Nación colombiana desde 1991, la cual ha 
significado el que se les otorgue importantes facultades para el ejercicio de su 
autonomía a través de la jurisdicción especial indígena cuya puesta en marcha ha 
sido objeto de múltiples debates y desencuentros, en especial en cuanto a su 
facultad de resolver situaciones en las que se involucran los derechos sexuales y 
reproductivos de mujeres, niñas y niños.
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El alcance de dichas facultades y de la autonomía efectiva de los pueblos 
indígenas en impartir justicia de acuerdo a sus usos y costumbres depende de la 
perspectiva del multiculturalismo adoptado por nuestra Carta Magna y de la 
implementación que hagan de la misma las autoridades judiciales involucradas en 
la resolución de los conflictos de competencia que se susciten, por lo cual se 
hace necesario hacer precisiones al respecto, cuestionando además si ésta es la 
más adecuada para el ejercicio de los derechos humanos de las mujeres y niñas 
indígenas cuyos derechos son los comprometidos en los debates relativos a 
casos de violencia sexual y cuál sería la posibilidad real de las mismas de 
participar dichos debates. 
2. PLURALISMO VS UNIDAD CULTURAL 
2.1. ¿Multiculturalismo o Interculturalidad? ¿Cómo abordar los 
derechos humanos de las mujeres? 
La disolución de las estructuras sociales, políticas y económicas de la Edad 
Media permitieron el florecimiento de las democracias modernas occidentales 
determinadas por el modelo contractualista, las nociones formales de igualdad y 
libertad y el incipiente capitalismo. En estas, el individuo toma protagonismo, 
mientras que la noción de ciudadanía se erige sobre la idea de universalidad y el 
espacio público y el privado determinan los lugares de hombres y mujeres en la 
sociedad.
Así, Locke “sostuvo que el poder político es convencional y que sólo se puede 
ejercer justificadamente sobre individuos adultos, libres e iguales, y con el 
consentimiento de éstos. El poder político no se debe confundir con el poder 
paternal sobre los hijos en la esfera privada y familiar, que es una relación natural 
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que llega a su fin con la madurez, y por tanto, con la libertad e igualdad de los 
hijos (varones)” (Pateman, 1996: 37).
De allí que la subordinación de la esposa a su marido se base en razones 
naturales, y  por tanto la voluntad de este debe prevalecer en el hogar porque 
será el más capaz y más fuerte. Por esto la esfera pública debe regirse por los 
criterios de éxito, intereses, derechos, igualdad y propiedad universales 
impersonales y convencionales, es decir, por los criterios liberales aplicables sólo 
a los hombres21 y la esfera privada por los vínculos naturales de sentimiento, de 
consanguinidad y de sometimiento, con los que deberán identificarse las mujeres 
(Pateman, 1996: 37).
Tal como lo resalta Pateman, esta concepción de la separación entre la familia y 
lo político constituye una división sexual que conduce la exclusión de las mujeres, 
ya que una persona subordinada por naturaleza no puede ser al mismo tiempo 
libre e igual. 
Cómo se había mencionado anteriormente, en este contexto y bajo esos 
presupuestos, fue proclamada la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano22 sobre una supuesta igualdad universal pero que sólo reconoció a un 
pequeño grupo de hombres y por tanto, dejó por fuera a la mayoría de la 
población, entre la que se encuentran todas las mujeres.
21 Pateman señala que “La crítica feminista contemporánea a la dicotomía entre lo público y lo privado se basa en la 
misma perspectiva lockeana de las dos categorías; al igual que (en esta interpretación) la teoría lockeana, las feministas 
consideran que la vida doméstica es privada por definición. Sin embargo, rechazan el supuesto en virtud del cual la 
separación entre lo privado y lo público se sigue inevitablemente de las características naturales de los sexos y 
sostienen, por el contrario que sólo resulta posible una correcta comprensión de la vida social liberal cuando se acepta 
que las dos esferas – la doméstica (privada) y la sociedad civil (pública)- presuntamente separadas y opuestas están 
intextricablemente interrelacionadas” (Pateman, 1996: 5).  
22 Cuyos principios filosóficos inspiradores constituyen los antecedentes de los Derechos Humanos de 1948.   
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De manera que el concepto de igualdad del liberalismo y de las revoluciones 
burguesas  “no fue ni es universal, como tampoco, neutro o imparcial porque 
estaba comprometido con quienes tenían el poder; y porque parte de una 
concepción ideal de la existencia de seres humanos entre si; ideal, en el sentido 
de desconocer que las diferencias de género, sexo, raza, etnia, clase, entre otras, 
en la vida social concreta actúan como justificativos de discriminación o 
exclusión” (Díaz, 2010:100). 
Sin embargo dicho modelo no duraría para siempre pues los cuestionamientos de 
diferentes movimientos sociales que reivindican la “diferencia” crearon rupturas 
en él al dar cuenta de su insuficiencia para describir la sociedad.  Así, la 
reclamación de sus derechos a partir de una autoafirmación de la identidad 
definida como fundamental y desde la que se exige el reconocimiento, dio paso al 
auge del multiculturalismo como fenómeno político que en las últimas décadas ha 
promovido nuevas lógicas de visibilización en la esfera pública a partir de la 
puesta en escena de las identidades grupales que se reúnen a partir de un rasgo 
“diferenciador”.
Estas perspectivas permitieron dejar de concebir a la persona humana como un 
individuo abstracto, para pasar a ser un sujeto con características particulares, 
que reivindica para sí su propia conciencia ética. En este sentido, la tolerancia y 
el respeto por lo diferente se convierten en imperativos dentro de una sociedad 
que se fortalece en la diversidad. A este nuevo modelo corresponde un Estado 
cuy  especial misión consiste en garantizar que todas las formas de ver el mundo 
puedan coexistir pacíficamente, lo cual representa una labor que no deja de ser 
conflictiva, pues estas concepciones muchas veces son antagónicas e incluso 
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incompatibles con los presupuestos que él mismo ha elegido para garantizar la 
convivencia.23
El asunto comporta la mayor importancia y por ello tanto filósofos políticos como 
teóricos del derecho han dedicado muchas de sus reflexiones a plantear posibles 
respuestas a la tensión entre valores tradicionales del liberalismo y la diversidad 
cultural. Varios de estos estudios están enmarcados en las categorías del 
pensamiento liberal y, por lo tanto, sus preocupaciones giran en torno a la forma 
en cómo la diversidad cultural debe ser organizada en la esfera pública (Bonilla, 
2006: 20). Entre estas, dos propuestas diferentes se han destacado en el debate 
contemporáneo de la filosofía política: por un lado se encuentra Charles Taylor y 
la política del reconocimiento y por otra, Will Kymlicka y la ciudadanía 
multicultural.   
Charles Taylor parte del supuesto de que las sociedades liberales modernas 
impulsan el potencial de la dignidad humana, la cual tiene relación directa con el 
ideal de la vida buena que tenga cada individuo. Para que este pueda desplegarlo 
es requisito fundamental que el resto de la sociedad confíe en sus capacidades y 
potencialidades, reconocimiento que debe acompañarse de derechos que le 
garanticen el logro de sus metas. 
Cuando este reconocimiento no se da, es decir, que se presenta un falso o 
indebido reconocimiento, esto impide que las y los individuos puedan forjarse el 
plan de vida bueno que habían diseñado y por tanto no podrán desarrollar su 
autenticidad, la cuál es determinante para su adecuado desarrollo.
23 Así lo ha reconocido la Corte Constitucional con respecto al reconocimiento de los distintos grupos étnicos en 
Colombia. Al respecto además ha señalado que "... El Estado Social de Derecho y la democracia participativa se han 
ido construyendo bajo la idea de que el reino de la generalidad no sólo no puede ser llevado a la práctica en todas las 
circunstancias, sino que, además, ello no siempre es deseable; la idea del respeto a la diversidad, al reconocimiento 
de las necesidades específicas de grupos sociales diferenciados por razones de cultura, localización, edad, sexo, 
trabajo, etc., ha sido un elemento esencial para la determinación de los derechos sociales económicos y culturales y 
en términos  generales, para el logro de la justicia” (T- 523, 1997). 
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De allí que el liberalismo deba comprometerse con la garantía del reconocimiento 
de todas y todos los individuos que hacen parte de la sociedad para que sus 
capacidades puedan desarrollarse a pesar de las diferencias y limitaciones 
existentes. (Borrero, 2010: 15) 
Ello implica que Taylor cuestiona que el Estado deba brindar un tratamiento 
neutral a todas y todos los individuos porque este constituiría un obstáculo para la 
satisfacción de las exigencias justas de ciertas comunidades que abogan porque 
se promueva y proteja una cultura en particular. Así, sostiene que “un gobierno 
debe ser capaz de promover y proteger una cultura particular si sus miembros la 
consideran un bien básico y si se respectan los derechos fundamentales de todas 
las personas que pertenecen a las culturas minoritarias”. (Bonilla, 2006: 49) 
Por su parte, Kimlicka comparte la idea de que el Estado no deba ser neutral 
frente a la cultura y considera que esto es una excusa del Estado para encubrir la 
protección de la cultura mayoritaria. Sin embargo, y a diferencia de Taylor, 
plantea que los derechos diferenciados en función de la pertenencia étnica se 
adecúan con los postulados de las democracias liberales e inclusive son 
necesarios para los Estados pluriétnicos. Así, su teoría parte del desarrollo de la 
categoría de cultura societal en la que incluye a aquellos grupos que pertenecen 
a una  unidad cultural determinada por elementos como la lengua, tradición 
compartida, etc. A partir de ello aborda el ideario liberal de búsqueda de la vida 
buena y considera que esta no puede separarse del medio cultural en el que 
viven los individuos puesto que es este el que determina las valoraciones de 
dicho tipo de vida bueno. De esta manera, obligar a un individuo a abandonar su 
propia cultura para adoptar otra sería un proceso contraproducente que no 
necesariamente encontraría éxito y que iría en contravía del derecho de libertad 
individual. 
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En este sentido, si una democracia liberal quiere ser consecuente con los 
principios de dignidad y libertad, debe proteger las culturas societales pues de lo 
contrario sólo unas pocas personas podrían elegir y realizar su proyecto de vida 
buena, lo que desembocaría en inequidad y discriminación. Por ello deberá 
desarrollar instrumentos e instituciones de protección para las culturas que no son 
mayoritarias pues estas ya cuentan con la protección formal requerida.
Sin embargo, este teórico advierte que no todas las comunidades comparten los 
valores liberales pues no todas estas tienen la misma perspectiva del individuo y 
sus libertades y por tanto, en estos casos “los derechos especiales en función de 
grupo terminan utilizándose para proteger al colectivo de las tendencias 
individualistas de sus miembros, lo que significa un contrasentido desde la 
perspectiva liberal” (Borrero, 2010: 15).
Estas lecturas de los derechos étnicos y de la diferencia no constituyen las únicas 
perspectivas en la materia y por el contrario, han sido fuente de múltiples críticas. 
Silvia Rivera Cusicanqui, por ejemplo reconoce en ellas un  mecanismo 
encubridor por excelencia de las nuevas formas de colonización presentadas en 
términos de “inclusión condicionada” y “ciudadanía recortada y de segunda 
clase”, que moldea imaginarios e identidades “subalternizadas” al papel de masas 
anónimas que rechazan y no reconocen de manera auténtica su propia identidad 
(Rivera, 2010: 56). 
Su postura circunscrita en lo que se denomina la interculturalidad, se fundamenta 
en una perspectiva poscolonial que considera que la integración étnica es una 
estrategia de unificación cultural y por tanto, tras el reconocimiento de los 
derechos étnicos se esconde el propósito del liberalismo de homogeneizar la 
sociedad, por lo cual se invita a orientar las búsquedas teóricas y analíticas a la 
resignificación de los derechos desde comprensiones distintas a las que los 
teóricos liberales presentan. 
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Al respecto, Boaventura de Sousa Santos, uno de los mayores expositores de 
esta postura poscolonial, propone una lectura de dicha situación a partir del 
concepto de la globalización hegemónica con la que pretende dar cuenta la forma 
en que ciertas experiencias locales se presentan como globales (localismo 
globalizado), es decir, sin referencia cultural local específica, y por tanto, 
mostrándose sin territorialidad identificable y como referente universal de las 
culturas, lo que es útil para esta pretensión integradora del multiculturalismo así 
visto.
Los derechos humanos podrían enmarcarse en esta tendencia al identificarse 
como neutros y globales, pero los cuáles tienen una perspectiva cultural muy 
específica frente a la idea de dignidad y libertad individual que buscan globalizar a 
pesar de no ser necesariamente compartida por todas las realidades sobre las 
que pretenden imponerse.
La tesis de este teórico portugués es que “mientras los derechos humanos sean 
concebidos como derechos humanos universales, tenderán a funcionar como 
localismos globalizados, una forma de globalización desde arriba. Para poder 
funcionar como una forma de globalización cosmopolita, contrahegemónica, los 
derechos humanos deben ser reconceptualizados como multiculturales. […] el 
multiculturalismo progresista, tal como lo entiendo, es una precondición para una 
relación equilibrada y mutuamente reforzante entre la competencia global y la 
legitimidad local, los dos atributos de una política contrahegemónica de derechos 
humanos en nuestro tiempo” (Santos, 2009: 446). 
Para ello y para que los derechos humanos puedan ponerse al servicio de una 
política progresista y emancipatoria, es necesario que la conceptualización y 
práctica de los estos se transforme de una experiencia aparentemente impuesta 
desde arriba, en un proyecto cosmopolita insurgente, para lo cual se requiere: 
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trascender el debate sobre universalismo y relativismo cultural, buscar las 
concepciones que tienen todas las culturas sobre la dignidad humana las cuáles 
no necesariamente la identifican como equivalente a los derechos humanos, 
elevar el nivel de conciencia acerca de la incompletitud cultural al máximo, 
reconocer que ninguna cultura importante es monolítica, es decir que tienen 
diferentes visiones de la dignidad humana y; comprender que no todas las 
diferencias de las culturas son idénticas y no todas las diferencias de estas son 
desiguales (Santos, 2009: 449). 
A partir de dichas premisas será posible avanzar en “un diálogo transcultural 
sobre la dignidad humana que puede eventualmente conducir a una concepción 
mestiza de los derechos humanos, una concepción que, en lugar de recurrir a 
falsos universalismos, se organice a sí misma como una constelación de 
significados locales y mutuamente inteligibles, redes de referencias normativas 
que confieren poder” (Santos, 2009: 450). 
Este diálogo que reconoce y parte de la existencia de las distintas epistemes de 
las culturas, que son particulares y se auto identifican incompletas en relación con 
las demás, sin necesariamente buscar puntos integradores, permitirá la 
reconstrucción de los derechos humanos y constituye lo que este autor denomina 
como hermenéutica diatópica que será la alternativa a los discursos 
universalizantes y homogeneizadores de los mismos.
En la práctica jurídica ello implica que se propenda por el respeto a la autonomía 
de las normas de cada cultura, las cuáles solo podrán tener como límite lo que se 
determine en un diálogo de aquellas comunidades involucradas, a diferencia de lo 
que ocurre con el multiculturalismo que establece los límites a partir de los 
postulados de la cultura mayoritaria o que ejerce más poder.
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Tal y cómo se ha descrito, el feminismo como movimiento social y político 
también ha cuestionado la univocidad del modelo de igualdad y universalidad 
planteado por el liberalismo, resaltando especialmente su carácter patriarcal y 
excluyente. En su interior también han surgido cuestionamientos referidos a si el 
multiculturalismo es o no un escenario que propenda por eliminar la 
discriminación en contra de las mujeres o si por el contrario, nuevamente bajo el 
velo de la integridad étnica, se convierte en otro discurso más que legitima su 
exclusión. 
Al respecto Nancy Fraser, desde una postura feminista y poscolonial, considera 
que las corrientes postcoloniales se enfrentan a una falsa antítesis en la materia, 
pues mientras algunas perspectivas de esta se complacen con el cambio por el 
que propende el multiculturalismo de la redistribución por el reconocimiento, 
obviando con ello la importancia de las luchas por la justicia distributiva; otras, se 
concentran en criticar el alejamiento que este produce de los asuntos de clase, 
considerando que ello constituye el abandono de las luchas económicas 
igualitaristas, pero desconociendo que las reivindicaciones de la justicia racial, 
étnica y de género aluden también a la distribución y no son meramente 
culturales (Fraser, 1997 pp. 5-6). 
Teniendo en cuenta esto, esta feminista norteamericana se propone encontrar 
una salida que se oponga tanto a la desigualdad social como al androcentrismo 
cultural y considera que para ello una fórmula efectiva debe partir de la 
combinación de una “política del reconocimiento” con una “política de la 
distribución”, en el entendido de que se integren exigencias sociales con 
exigencias culturales, lo que reafirma su idea de que la igualdad en posibilidades 
y condiciones es indispensable, como también lo es la lucha por el 
reconocimiento de las diferencias. 
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Su propuesta se encamina así, a la construcción de perspectivas éticas y políticas 
dentro y fuera de los movimientos sociales, que obliguen a pensar en las 
inequidades de género existentes en su interior. En este sentido distingue entre 
“igualdad” y “homogeneidad” por un lado, y “diferencia” y “desigualdad” por otro 
para sugerir un criterio normativo que otorgue atención ética a aquellas 
diferencias que generan desigualdad (Díaz, 2010: 108). Lo anterior deriva en la 
negación de una valoración acrítica de la diferencia, ya que hacerlo puede 
conducir a privilegios de grupo bajo el escudo de la defensa de derechos 
colectivos o de grupo.
De acuerdo con Fraser esto garantizaría que se preste adecuada atención al 
género, la etnia, las diferencias de clase, como factores diferenciales ligados a 
desigualdades distributivas y al déficit del reconocimiento social (Femenías, 2007: 
155). Es decir, que duda de la idea de la prevalencia de las diferencias per se y 
por ello sostiene que es necesario construir criterios éticos que permitan advertir 
las inequidades que pueda existir al interior de los grupos culturales, que tengan 
como fundamento  el sexo y género, entre otras (Díaz, 2010: 108). 
Desde allí, tal como lo señala la profesora Dora Isabel Díaz, siguiendo también a 
atores como Daniel Gutiérrez y a teóricas como Lourdes de Arispe y 
Stavenhagen, que se abogue por  un diálogo intercultural, poniendo énfasis en 
que este tenga como escenario la esfera pública y que se privilegie el respeto por 
la diversidad aunque no se le considere como absoluto ni con la facultad de 
imponerse.
Para ese diálogo se requerirá como lo plantea Celia Amorós, que las mujeres no 
sean  consideradas “idénticas” y por tanto que la igualdad no se piense con 
“relación a”, sino “entre”, lo que les permita a estas constituirse como individuos-
individuas. Así  mismo, implica reconocer las relaciones de poder inmersas y por 
tanto plantear la posibilidad de la “equivalencia” o “equipolencia” como una 
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situación ideal en la que nadie pueda prevalecer sobre el otro o la otra, pues 
tendría tanta capacidad de afectarla tanto como de afectarse a sí mismo.
De esta forma las mujeres en sus múltiples diferencias podrán oír y ser oídas 
como portadoras de significados y de conocimiento, es decir como voces válidas 
y no inferiores y se dará cuenta de otras perspectivas de las culturas que 
necesariamente no serán las hegemónicas.  
Al respecto se resalta la necesidad de que en esta misma dirección y como parte 
de estas búsquedas, se profundice sobre el papel de las políticas de localización, 
en tanto latinoamericanas y colombianas como en la especificidad de los 
conocimientos o saberes situados (Díaz, 2010: 110). 
Los derechos humanos como herramienta de transformación y emancipación tal y 
como se han expuesto anteriormente sólo podrán ser utilizados en ese sentido si 
su comprensión no parte de la idea de imponer una concepción unívoca de los 
mismos, pues esto sería contradictorio con el postulado propio de los estos 
relativo al reconocimiento y de las cláusulas de no discriminación. De lo contrario 
estaríamos ante la misma perspectiva del liberalismo que promovió las 
revoluciones burguesas y que bajo de los presupuestos de igualdad y libertad 
desconocieron a más de la mitad población, la cual progresivamente ha sido 
protegida y ha encontrado en esos instrumentos de protección de derechos 
humanos que se han diseñado, posibilidades reales de inclusión. 
Además, la imposición de una perspectiva en particular corresponde a un 
colonialismo que termina por desconocer al otro y a la otra, y en su pretensión de 
defensa la niega y hasta la desaparece. De allí la importancia de la reafirmación 
de las diferencia de las poblaciones y de que en su defensa se reconozca 
posibilidades reales para la democracia.
51Pluralismo vs unidad cultural 
Bibliografía 51
El escenario planteado por la interculturalidad permite entonces entablar un 
diálogo cultural que enriquece a las culturas que se involucran en el mismo, sin 
que ello implique el convencimiento de una de ellas sobre determinada 
interpretación de los derechos humanos constituyéndose así en una posibilidad 
para las mujeres cuyas voces han sido ignoradas. 
Lo anterior supone una ruptura anterior de los roles y estigmas patriarcales en los 
que se sustentan las relaciones de hombres y mujeres que no son ajenas a los 
pueblos indígenas, pero desde el referente de su identidad étnica a partir de la 
que se auto-afirman. Ello requiere de la superación de la comprensión del 
multiculturalismo en términos de inclusión condicionada por los valores de la 
mayoría y de las relaciones desiguales que se viven al interior de las 
comunidades. Así mismo implica el abandono de la pretensión de defensa de los 
pueblos indígenas como si se tratara de menores de edad y sobre todo de las 
mujeres indígenas cuya subvaloración es aún mayor, para reconocerlas como 
interlocutoras válidas que deben definir sus búsquedas y reivindicaciones tanto al 
interior de sus pueblos como con respecto al Estado.
2.2.   ¿Multiculturalidad o Interculturalidad en la 
jurisdicción especial indígena de Colombia?
La necesidad de transformación de los Estados liberales monoculturales no fue un 
asunto ajeno al Estado colombiano que como se ha mencionado, con la 
Constitución Política de 1991 dio paso a la protección formal de la diversidad étnica 
y cultural de la Nación. A partir de ello, se reconoció la igualdad y dignidad de 
todas las culturas que viven en el país y se crearon jurisdicciones especiales, 
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mediante una de las cuales se autorizó a las comunidades indígenas a aplicar 
justicia dentro de su territorio24.
Para que dicha protección realmente sea efectiva, el Estado además reconoció a 
los miembros de las comunidades indígenas todos los derechos que se otorgan a 
los demás ciudadanos y ciudadanas, prohibiendo toda forma de discriminación en 
su contra y en aras de proteger la diversidad cultural, concedió ciertos  derechos 
radicados en la comunidad como ente colectivo.   
No obstante, estos avances en el reconocimientos de la diversidad étnica y 
cultural  no han sido un asunto fácil de abordar por parte de las y los operadores 
jurídicos y de la sociedad en general, pues no desaparecieron la tensión aún 
latente entre el respeto a la cosmovisión de las culturas indígenas y la 
consagración de los derechos humanos filosóficamente fundamentados en 
normas transculturales y pretendidamente universales. Ello implica una carga 
extra para quienes imparten justicia ya que a diario se enfrentan con este debate, 
teniendo que propender por conciliar en la mayor medida posible estas 
perspectivas, privilegiando las interpretaciones que permitan el ejercicio de la 
diversidad étnica y cultural. 
Nuestra Constitución, como lo ha reconocido reiteradamente la Corte 
Constitucional, no adopta ni una posición universalista extrema ni un relativismo 
cultural incondicional pues parte de la regla general del respeto a la diversidad 
étnica y cultural pero establece la limitación de ésta cuando su ejercicio implica el 
desconocimiento de preceptos constitucionales o legales, lo que en principio se 
enmarcaría en las perspectivas del multiculturalismo expuestas anteriormente.  
                                                
24 También estableció la oficialidad de las lenguas y dialectos de los grupos étnicos en sus propios territorios, como 
también la facultad de las comunidades indígenas para participar en el Senado y en la Cámara de Representantes. 
Adicionalmente, se estipuló que los territorios de las comunidades indígenas se consideran entidades territoriales, con 
autonomía administrativa y presupuestal, y se les otorgó la capacidad para ser representadas judicial y extrajudicialmente. 
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Sin embargo, esta Corporación ha establecido que no cualquier precepto 
constitucional o legal prevalece sobre la diversidad étnica y cultural, por cuanto 
ésta también tiene el carácter de principio constitucional y por esto para limitarla 
es necesario hacer un ejercicio de ponderación en el que se enfrente con un 
principio constitucional superior. 
Tal y como lo indica, “[e]sta directriz interpretativa se justifica, además, por la 
naturaleza particular de los derechos de los miembros de las comunidades 
indígenas pues como lo indica el profesor portugués Boaventura de Sousa 
Santos, "los derechos étnicos deben ser construidos y contextualizados como 
derechos de los pueblos y de las colectividades antes de que puedan proteger, 
como derechos humanos, a los individuos que pertenecen a tales pueblos y 
colectividades." (C- 139, 1996).
De manera que la ponderación de los principios de diversidad étnica y cultural vs. 
unidad política y protección de los derechos fundamentales, conforme con los 
parámetros establecidos por la Corte, puede ser hecha sólo frente a casos 
concretos, pues la eficacia del derecho a la diversidad étnica y cultural y el valor 
del pluralismo pueden ser logrados satisfactoriamente sólo si se permite un 
amplio espacio de libertad a los pueblos indígenas, y se deja el establecimiento 
de límites a la autonomía de éstas a mecanismos de solución de conflictos 
específicos, lo cual corresponde a una visión más cercana a las propuestas de la 
interculturalidad descritas. 
Así pues, en los eventos en los cuales resulta fundamental sopesar entre el 
derecho a la diversidad étnica y cultural y algún otro valor, principio o derecho 
constitucional, se hace necesario entablar una especie de diálogo o interlocución 
–directa o indirecta–, entre el juez constitucional y los pueblos cuya identidad 
étnica y cultural podría resultar afectada en razón del fallo que debe proferirse (T-
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796, 1996). Ello sin embargo no es observable en todos los casos ni es entendido 
unívocamente por todas y todos los operadores de justicia lo que ha suscitado 
bastantes conflictos de competencia entre las dos jurisdicciones. 
Sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha jugado un papel 
determinante para esclarecer la forma en que los múltiples conflictos deben ser 
abordados, definiendo características, principios, y limitaciones de esta particular 
forma de impartir justicia. Así, el análisis del artículo 246 de la Constitución 
Política por parte de este Tribunal ha permitido identificar los elementos que 
constituyen la jurisdicción especial indígena en nuestro ordenamiento 
constitucional y sus alcances (C-139, 1999). 
El primero de estos consiste en la posibilidad de que existan autoridades 
judiciales propias de los pueblos indígenas y por consiguiente, el segundo hace 
referencia a la potestad de éstas para establecer normas y procedimientos 
propios. Ello constituye uno de los presupuestos básicos para el reconocimiento 
del ejercicio de su autonomía, entendiendo que las facultades de dichas 
autoridades no se restringen solamente al ámbito jurisdiccional sino que tienen 
potestades legislativas, pues esto incluye la creación de normas y 
procedimientos. En ese sentido, lo anterior implica también la facultad de aplicar 
sanciones, recordando que las comunidades indígenas tienen formas diversas de 
resolución de conflictos en cabeza de distintas autoridades y en muchos casos a 
cargo de órganos colectivos, e imparten sanciones de acuerdo a sus usos y 
costumbres (C-139, 1999). 
De lo anterior se deriva el tercer elemento, que consiste en la sujeción de dicha 
jurisdicción y normas a la Constitución y las leyes de la República, y que 
representa el límite dado para la toma de decisiones por parte de las autoridades 
de las comunidades indígenas. Por último, el cuarto elemento está dado por la 
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competencia que se le otorgó  al legislador para señalar la forma de coordinación 
de la justicia indígena con el sistema judicial nacional.
Como se observa, los dos primeros dan cuenta de la autonomía otorgada a las 
comunidades indígenas, mientras que los dos segundos constituyen los 
mecanismos de integración de los sistemas jurídicos indígenas dentro del 
contexto del ordenamiento jurídico nacional así como las restricciones que tienen 
estos para impartir justicia y a la forma de integrarlos con la cultura mayoritaria., 
pero no en términos de imposición. 
La Corte ha establecido que para que proceda la jurisdicción indígena será 
necesario acreditar que “(i) nos encontramos ante  una comunidad indígena, que 
(ii) cuenta con autoridades tradicionales, que (iii) ejercen su autoridad en un 
ámbito territorial determinado. A los elementos ya reseñados de la Jurisdicción 
especial indígena, habría que agregar, entonces, (iv) la existencia de usos y 
prácticas tradicionales, tanto en lo sustantivo como en lo procedimental y, (v) la 
condición de que tales usos y prácticas no resulten contrarias a la Constitución o 
a la Ley” (T-552, 2003). 
Precisamente estos, los límites a la jurisdicción especial indígena, han sido objeto 
de reiterados pronunciamientos por parte de esta Corporación que a partir del 
análisis de casos particulares ha precisado en qué consisten. 
Así, ha señalado que el principio de “maximización de la autonomía de las 
comunidades indígenas, y por tanto, la de minimización de las restricciones 
indispensables para salvaguardar intereses de superior jerarquía” (T-552, 2003) 
implica que las autoridades indígenas que ejercen funciones jurisdiccionales se 
encuentran sometidas a unos mínimos aceptables que “sólo pueden estar 
referidos a lo que verdaderamente resulta intolerable por atentar contra los bienes 
más preciados del hombre” (T-552, 2003). Este “núcleo de derechos intangibles 
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incluirá solamente el derecho a la vida, la prohibición de la esclavitud y la 
prohibición de la tortura”. El sustento de esta determinación por parte de la Corte 
Constitucional se encuentra en que sobre esos derechos existe un “verdadero 
consenso intercultural”, y porque son derechos que de conformidad con los 
tratados de derechos humanos y el derecho internacional humanitario hacen 
parte de los derechos que no pueden ser suspendidos ni siquiera en situaciones 
de conflicto armado. Además, teniendo en cuenta que el artículo 246 de la 
Constitución se refiere a que el juzgamiento deberá hacerse conforme a las 
normas y los procedimientos de la comunidad indígena, y ello presupone la 
existencia de estas antes de las conductas de, la Corte adicionó como límite la 
legalidad de los procedimientos y en materia penal, la legalidad de los delitos y 
las penas.
En este mismo sentido también ha determinado como límites a la facultad 
sancionatoria de la jurisdicción especial indígena, la imposibilidad de imponer 
penas de destierro, prisión perpetua y confiscación siempre respetando el 
“derecho al debido proceso que garantiza los principios de legalidad, de 
imparcialidad, de juez competente, de publicidad, de presunción de inocencia y 
de proporcionalidad en la conducta típica y de la sanción, así como los derechos 
a la defensa y la contradicción”. 
En la sentencia SU-510 de 1998, que pretende unificar los criterios respecto de 
algunos asuntos sobre los cuales hay divergencias en las distintas salas de tutela, 
adiciona que la dignidad humana25, esto es, la no afectación del “núcleo esencial 
                                                
25 La Corte Constitucional ha precisado así que la autonomía entonces encuentra su límite “en primer lugar, por un 
“núcleo duro de derechos humanos”, junto con el principio de legalidad como garantía del debido proceso y, en segundo 
lugar, por los derechos fundamentales, mínimos de convivencia, cuyo núcleo esencial debe mantenerse a salvo de 
actuaciones arbitrarias. Esta formulación lleva a preguntarse si, en últimas, no son todos los derechos fundamentales los 
límites a la autonomía, puesto que entre éstos se encuentra también el núcleo duro mencionado. Para la Sala, es posible 
ilustrar adecuadamente el sentido de la jurisprudencia reiterada, al diferenciar entre la forma en que los límites se aplican 
a los distintos ámbitos autonómicos de las comunidades. En ese plano, el “núcleo duro” es un límite absoluto que 
trasciende cualquier ámbito autonómico de las comunidades indígenas. Cualquier decisión que desconozca el derecho a 
57Pluralismo vs unidad cultural 
Bibliografía 57
                                                                                                                                                
de los derechos fundamentales de los miembros de la comunidad” también 
constituye un límite a la autonomía de las autoridades indígenas (Solano, 2011: 
165).
Adicionalmente, se establece un fuero especial de juzgamiento, que es 
identificado como un derecho colectivo, cuyo titular es la respectiva comunidad 
indígena, y como derecho personal, cuyo titular es el o la indígena miembro de 
esta.
Respecto a la concepción del fuero como derecho colectivo, que implica la 
facultad de la comunidad indígena de juzgar las conductas de sus miembros de 
conformidad con sus normas y procedimientos, derivados de sus costumbres y 
prácticas tradicionales, la Corte ha enfatizado en el carácter potestativo de su 
ejercicio y en la condición renunciable de tal derecho (T- 552, 2003). 
Por su parte, el enfoque que lo identifica como derecho personal del indígena o la 
indígena, es interpretado como concreción de la garantía del juez natural y como 
uno de los componentes del debido proceso, y por tanto tiende a afirmar que 
tiene un  carácter de derecho no renunciable ni sustituible por el o la titular y que 
posee un  carácter obligatorio por parte de las autoridades indígenas y nacionales 
investidas del poder jurisdiccional (Londoño, 2006: 174). 
Esta última perspectiva indica que el fuero especial de las y los indígenas está 
compuesto por dos elementos: “uno de carácter personal, con el que se pretende 
la vida, lesione la integridad de una persona o transgreda las prohibiciones de tortura y servidumbre está 
constitucionalmente prohibida, aunque la evaluación de una eventual vulneración, especialmente en cuanto a la 
integridad personal y el debido proceso debe realizarse a la luz de la cultura específica en que se presenten los hechos. 
Los (demás) derechos fundamentales constituyen un límite que debe establecerse a través de un ejercicio de ponderación 
en cada caso concreto, en la medida en que un conflicto entre la autonomía, la integridad o la diversidad cultural y un 
derecho fundamental determinado es un conflicto entre normas constitucionales de igual jerarquía. En estos conflictos, 
sin embargo, los derechos de la comunidad gozan de un peso mayor, prima facie, en virtud al principio de 
“maximización de la autonomía” (T- 903, 2009).
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señalar que el individuo debe ser juzgado de acuerdo con las normas y las 
autoridades de su propia comunidad, y uno de carácter geográfico, que permite 
que cada comunidad pueda juzgar las conductas que tengan ocurrencia dentro de 
su territorio, de acuerdo con sus propias normas” (Londoño, 2006: 176). 
Ello implica que cuando un o una indígena comete una acción en contra de 
alguien que no sea miembro de su comunidad y por fuera del ámbito geográfico 
del resguardo, el operador judicial se enfrenta a múltiples situaciones: “La 
solución puede variar si la acción típica es cometida por miembros de pueblos 
indígenas dentro de su territorio, o si un indígena, de manera individual, incurre 
en ella afectando a quien no es miembro de su comunidad por fuera del ámbito 
geográfico del resguardo. En el primer caso, en virtud de consideraciones 
territoriales y personales, las autoridades indígenas son las llamadas a ejercer la 
función jurisdiccional; pero en el segundo, el juez puede enfrentar múltiples 
situaciones no solucionables razonablemente mediante una regla general de 
territorialidad” (T- 496, 1996). 
Es decir que no solamente el lugar donde ocurrieron los hechos es determinante 
para definir la competencia, si no que se deben tener en cuenta las culturas 
involucradas, el grado de aislamiento o integración del sujeto frente a la cultura 
mayoritaria, la afectación del individuo frente a la sanción, etc.  La función del 
operador judicial consistirá en armonizar las  diferentes  circunstancias  de 
manera que la solución sea razonable. 
Lo anterior da cuenta de que la perspectiva de análisis se basa en la diferencia de 
racionalidad y cosmovisión que tienen los pueblos indígenas. En este sentido, el 
juez  o la jueza dependiendo del caso en particular, deberá hacer un estudio 
sobre la situación específica del indígena, que tenga en cuenta su nivel de 
conciencia étnica y el grado de influencia de los valores occidentales 
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hegemónicos, para tratar a partir de ello establecer si conforme a sus parámetros 
culturales, sabía que estaba cometiendo o no un acto ilícito.
Es importante destacar que de conformidad con los artículos 256.6 de la 
Constitución Política y el artículo 112 de la Ley 270 de 1996, el órgano 
competente para dirimir los conflictos entre la jurisdicción ordinaria y la 
jurisdicción especial indígena es el la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, de dónde deriva la importancia que esta tenga en 
cuenta las pautas reseñadas anteriormente y por supuesto, el respeto por la 
autonomía de los pueblos indígenas. 
Sus decisiones deberán iluminarse entonces por dar prevalencia a la misma sin 
juzgarla bajo sus valores sino siendo objetiva en la determinación de si los límites 
impuestos que pretenden no invadirla y desnaturalizarla han sido sobrepasados o 
no.
3. VIOLENCIA SEXUAL EL PUEBLO WAYÚU. 
ANÁLISIS DE CASO 
3.1. El Pueblo Wayúu y las Mujeres Wayúu
De acuerdo con el censo realizado por el DANE en el año 2005, de los 
42.090.502 colombianos y colombianas, 1.392.623 eran indígenas pertenecientes 
a 84 pueblos diferentes, lo que corresponde al 3,43% de la población nacional del 
cual el 49,6% son mujeres. Por su parte, la Organización Nacional Indígena de 
Colombia – ONIC afirma que los pueblos indígenas que se reconocen como tal en 
el país ascienden a un total de 102. (DANE, 2005) 
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El pueblo Wayuú constituye la etnia más numerosa de Colombia con un total 
aproximado de 278.00 comuneros y comuneras que representan el 20.5% del 
total de la población indígena en el país, la cual habita el Estado venezolano de 
Zulia y la península de la Guajira. (GTMH, 2010: 38). 
En este último Departamento viven cerca de 30 clanes en un sistema de familias 
uterinas, es decir por línea materna, que se reúnen en vecindarios los cuales 
“operan como unidades políticas, sociales y culturales y en ellos la matrilinealidad 
constituye un principio estructurador de la organización social, que desde el siglo 
XVIII se evidencia tanto en la transmisión de bienes como en la sucesión política 
en la comunidad. La matrilinealidad se entiende como un sistema de 
descendencia y en este caso de asentamiento territorial, apüshi, que se establece 
por la línea materna (lazo de filiación). En esta organización social la mujer 
adquiere un valor social central de enlace e implica unas reciprocidades familiares 
específicas de índole obligatoria. Este tipo de organización se ve mediada por el 
estatus y el prestigio basado en la acumulación de riqueza material, lo que incide 
en los arreglos de género26, la división del trabajo y los sistemas de 
indemnización” (GTMH, 2010: 40). 
El sistema político Wayúu es descentralizado, es decir, que cada unidad territorial 
tiene autonomía en sus decisiones y además, se rige por los principios de 
reciprocidad social. Su método de resolución de conflictos está fundamentado en 
sus tradiciones y costumbres, siendo así un sistema consuetudinario en el que el 
pago de “la sangre derramada o del dolor causado” constituye un método de 
indemnización al que se acude cuando se presentan  situaciones que así lo 
requieran. 
26 Con ello se hace referencia a las relaciones sociales en la que debido a los roles atribuidos a hombres y mujeres se les 
atribuye más poder a los primeros. 
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Este pueblo se caracteriza por ser guerrero a lo cual quizás obedece su 
subsistencia. Durante los enfrentamientos, las mujeres juegan un papel especial 
pues son las encargadas de recoger los heridos, curarlos o de ser el caso, de 
enterrarlos cuando han muerto. Por ello pueden circular libremente sin ser sujetas 
de ninguna agresión. Además, ellas son las únicas que pueden desplazarse sin 
restricciones por el territorio y salir de este para actuar como intermediarias con el 
mundo exterior. Aunque esto les otorga un lugar privilegiado dentro de la 
comunidad, ello no representa ninguna clase de poder político o de decisión,  y 
por el contrario, a veces las hace sospechosas por sus relaciones con el mundo 
de afuera (GTMH, 2010: 38). 
Desde la década de los 80s se evidenció el fortalecimiento del liderazgo de las 
mujeres, en particular a partir de su papel de intermediación y representación en 
los conflictos suscitados en la zona por cuenta de la entrada de grandes 
multinacionales que explotan el ambiente y por la presencia de actores armados, 
en particular de los paramilitares.  
En este contexto se forjó la creación de organizaciones como Yanama, Waya 
Wayúu, la Red de Mujeres de la Guajira y Fuerza de Mujeres Wayúu, todas 
presididas por mujeres Wayúu quienes han propendido por la resistencia de su 
pueblo y por la defensa de los derechos humanos del mismo. Estas 
organizaciones y sus liderezas han jugado un papel trascendental en la 
incidencia, tanto en organismos nacionales como internacionales, en este 
propósito.
La importancia de las mujeres para el pueblo Wayúu es tal, que una forma de 
atacarlo y pretender destruirlo y doblegarlo se ha realizado a través suyo. Un 
ejemplo de ello lo constituye la masacre de Bahía Portete perpetrada en abril de 
2004 por grupos paramilitares en la que asesinaron 6 personas, entre ellas 4 
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mujeres, entre las que se encontraban algunas liderezas reconocidas de la 
región.
El ataque realizado por aproximadamente 50 hombres del bloque 
Contrainsurgencia Wayúu de las Autodefensas Unidas de Colombia “ilustra 
particularmente la apelación intencionada, pública y diferenciada a la violencia y 
la tortura sexual puesta en escena por los paramilitares contra las mujeres Wayúu 
tanto por su condición de género como por su carácter de voceras comunitarias“. 
Los agresores focalizaron sus acciones sobre las mujeres precisamente porque 
ellas cumplen en la estructura comunitaria de los Wayúu, un papel determinante 
en los planos cultural, económico y político. 
Así, “ [e]n la masacre de Bahía Portete se revelan elementos de lo que Elizabeth 
Wood denomina la violencia sexual como instrumento grupal, la cual opera 
cuando los grupos armados promueven la violencia sexual como medio efectivo 
hacia grupos objetivo que pueden manifestarse a través de la tortura y/o 
humillación sexual de personas como una forma de terror o castigo dirigido a un 
grupo particular” (GTMH, 2010: 17). 
Tal como lo afirma el Centro de Memoria Histórica, en el caso de Bahía Portete, 
dado el carácter selectivo de las víctimas, es posible afirmar al menos dos 
objetivos perseguidos por los paramilitares: el primero, “golpear los liderazgos 
internos de los wayuu al quebrantar los roles públicos de las mujeres , 
difundiendo simultáneamente el terror de arriba hacia abajo. El segundo convertir 
a las mujeres a través de los repertorios de violencia en particular de la violencia 
sexual, en un medio para herir el honor de los hombres wayuu ya sea en su 
masculinidad como en su rol social de guerreros” (GTMH, 2010: 17). 
Desafortunadamente los hechos de violencia sexual, de violencia basada en 
género y de violencia en contra de las mujeres no han provenido solamente de 
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fuera y como parte de estrategias de guerra de los grupos que hacen parte del 
conflicto armado, sino que al igual que en el resto de las comunidades humanas, 
algunos de sus miembros han sido los protagonistas de ataques sexuales en 
contra de las comuneras, y en ocasiones aún cuando estas son niñas. 
3.2. Análisis de casos de violencia sexual  
Recientemente, dos hechos acaecidos entre 2011 y 2013 que involucraban 
violencia sexual en contra de niñas y niños indígenas llamaron especialmente la 
atención de medios de comunicación y de algunas cabildantes que reclamaban 
se hiciera justicia. Se trata del embarazo de una niña indígena de 10 años 
producto del acceso carnal abusivo de alguno de los comuneros del pueblo 
Wayúu y del abuso sexual por parte de un primo de un niño de 7 años de edad 
miembro del resguardo Wayúu de Loma Mato, en el Departamento de La Guajira.
De acuerdo con la información que se difundió sobre los casos27, el pueblo 
Wayúu habría sancionado a los agresores con unos latigazos y con el pago de 
unas “indemnizaciones” consistentes en la entrega de algunos animales a las 
familias de la niña y niño afectados, tal como lo prescribe su cultura. Ello causó 
gran indignación en la ex Representante a la Cámara Gilma Jiménez quien 
consideró que la jurisdicción especial indígena estaba siendo utilizada para que 
los victimarios de los niños y las niñas indígenas no sean castigados cuando 
pertenecen a alguna comunidad y sus crímenes queden en la impunidad.
                                                
27 Ver: “Cuestionan jurisdicción especial indígena en casos de abuso sexual infantil”. Diario el Espectador, 30 de marzo 
de 2012. Recuperado en: Hhttp://www.elespectador.com/noticias/politica/articulo-335587-cuestionan-jurisdiccion-
especial-indigena-casos-de-abuso-sexualH  y,  “Encrucijada legal por niña que dio a luz”. Diario El Mundo, 10 de abril 
de 2012. Recuperado en: Hhttp://www.elmundo.com/movil/noticia_detalle.php?idx=195843&H. Consultados el 10 de 
enero de  2014. 
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El conflicto de competencias fue presentado ante el Consejo Superior de la 
Judicatura y la congresista elevó una solicitud a Corte Constitucional con el fin 
de que “aclare si un delito cometido contra los menores indígenas, por miembros 
de sus propias comunidades, debe ser juzgado bajo los preceptos 
constitucionales y legales vigentes en Colombia en materia penal, 
independientemente de la identidad de los agresores. O si por el contrario, por la 
identidad de los agresores significa un tratamiento especial y diferencial en lo 
penal, en detrimento de los derechos de los niños y niñas víctimas.” (El 
Espectador, 2012). 
El 17 de julio de 2013 una parte de las demandas de Gilma Jiménez fueron 
atendidas por el Consejo Superior de la Judicatura que al resolver uno de estos 
casos decidió otorgar la competencia a la jurisdicción ordinaria por considerar que 
 “no es posible jurídicamente que el asunto sea conocido por la jurisdicción 
indígena, pues rebasa ampliamente el ámbito de la cultura indígena y se 
encuentra muy lejos de los usos, costumbres, tradiciones  y especial cosmovisión 
de estas comunidades que es lo que el fuero pretende proteger”. (Consejo 
Superior de la Judicatura, 2013). 
Si bien el énfasis de la ex Representante a la Cámara se encuentra en lo que ella 
consideraba como defensa de los derechos de las niñas y los niños, los hechos 
constituyen un atentado en contra de su autonomía y libertad sexual, que como 
se ha expuesto corresponde al ejercicio de dominio de los hombres sobre el 
cuerpo y vida de las mujeres, niñas y niños a partir de una concepción de la 
propiedad de aquéllos por parte de los hombres, y su perspectiva frente a los 
mismos resulta un hecho interesante para el análisis a la luz de los elementos 
expuestos a lo largo del documento por lo menos por tres cuestiones:
Primero, porque sus afirmaciones dan cuenta de una especial confianza respecto 
a que la justicia ordinaria sea la encargada en abordar los hechos de violencia 
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sexual en estos casos y por tanto, en garantizar los derechos humanos de las 
mujeres, niñas y niños en este tipo de casos. 
Segundo, por la concepción que presenta, compartida por amplios sectores de la 
sociedad y operadores judiciales, frente a la forma en que se imparte justicia en la 
jurisdicción especial indígena, juzgándola como permisiva frente a la violación de 
los derechos humanos sexuales y reproductivos de las mujeres, niñas y niños y 
por tanto descalificándola para el conocimiento de estos hechos, lo que en el 
caso descrito y en otros similares ha sido acogido por la jurisprudencia del 
Consejo Superior de la Judicatura.
Finalmente, porque para abordar los casos no se contempla la interlocución con 
las mujeres y niñas del pueblo Wayúu para indagar por sus necesidades y 
posturas en la materia, aún cuando ellas son las afectadas por los hechos, ni se 
presenta alguna reflexión sobre el efecto en la comunidad de sustraer la 
competencia a su jurisdicción en medio de las particulares condiciones de 
valoración de las mujeres en su cultura. 
Todo lo anterior permite reflexionar respecto a si en estos casos efectivamente se 
estaría actuando con interés en la garantía de los derechos humanos de las 
mujeres y de las niñas indígenas, así como la constatación de la comprensión 
que se tiene del multiculturalismo en Colombia en la resolución de los casos que 
los comprometen y los retos que se tienen en la materia. A continuación unas 
reflexiones al respecto:  
El primer asunto llama la atención pues considerar que la jurisdicción indígena no 
es la idónea para resolver los casos de violencia sexual por imponer castigos que 
no se corresponden con los de la cultura mayoritaria al tener una concepción 
diferente de estos delitos y de las penas, a partir de lo que les juzga no reconocer 
en su comisión la lesividad que representan para sus víctimas y el conjunto de la 
Violencia sexual el pueblo Wayuú66
66 Título de la tesis o trabajo de investigación
                                                
sociedad, supone que la jurisdicción ordinaria que relaman para su conocimiento 
si lo hace o por lo menos representa una mejor alternativa. Sin embargo, la 
experiencia cotidiana demuestra que ello no es así y que la persistencia de 
patrones y estereotipos de género continúa siendo uno de los graves obstáculos 
de las mujeres y niñas víctimas de estos hechos en la dicha jurisdicción. 
Así, aunque el marco legal nacional ha avanzado en el reconocimiento de los 
derechos humanos de las mujeres tal como se ha descrito y ha consagrando 
importantes normas para la protección de los mismos como la Ley 1257 de 2008 
relativa a la  sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y 
discriminación contra las mujeres, entre otras, también es cierto que la operación 
del sistema de justicia colombiano aún se caracteriza por el trato discriminatorio 
en contra de las mujeres víctimas, en particular de aquéllas víctimas de violencia 
sexual. 
A pesar de que la jurisprudencia de las altas Cortes llama la atención sobre el 
tratamiento de este delito como atentatorio de la dignidad, libertad y formación 
sexual de mujeres y niñas, recordando el deber que tienen las y los operadores 
de justicia para realizar un análisis detenido de los hechos y proteger los 
derechos de las víctimas, los estereotipos de género y la culpabilización de las 
mismas continúa presentándose de manera frecuente en las sentencias. 
Asuntos como alusiones a la vida íntima previa de las mujeres y niñas víctimas de 
violencia sexual28, la presencia o no de resistencia a las agresiones sexuales29, la 
28 En sentencia T-453 de 2005 sobre derechos de las víctimas de delitos sexuales, la Corte Constitucional  estableció que 
“(…) si la intromisión en la vida íntima de la víctima sólo está orientada a deducir un supuesto consentimiento a partir de 
inferencias basadas en relaciones privadas anteriores o posteriores y distintas de la investigada, tal intromisión no 
responde a un fin imperioso, y por lo tanto, debe ser rechazada, lo cual respalda con las reglas de procedimiento y prueba 
de la Corte Penal Internacional”.  Tal precedente fue reafirmado entre otras en las sentencia C-882 de 2005 sobre los 
registros encaminados a la investigación y juzgamiento de las conductas punitivas y en la T-458 de 2007 sobre pruebas 
en delitos de violencia sexual en menores de edad. Al respecto la Corte Suprema de Justicia en sentencia 30566 del 23 de 
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vestimenta que llevaban o las relaciones sentimentales previas con sus agresores 
aún siguen siendo tenidas en cuenta por las y los investigadores y juzgadores 
quienes no adoptan los estándares internacionales de protección y garantía de 
los derechos humanos de las mujeres y por el contrario, terminan 
revictimizándolas y hasta legitimando actos de violencia sexual.
Al respecto la Corporación Humanas – Centro Regional de Derechos Humanos y 
Justicia de Género ha llevado a cabo varias investigaciones sobre las dificultades 
que enfrentan las mujeres para ejercer su derecho de acceso a la justicia en el 
país, en particular cuándo han sido víctimas de actos de violencia sexual. En 
2007 esta organización evaluó el desempeño del sistema penal acusatorio en 
relación a los delitos basados en género y encontró que el mismo “tiene efectos 
negativos sobre las mujeres víctimas de delitos por razones de género. (…) Los 
problemas para que las mujeres accedan a la justicia se derivan de un sistema de 
justicia que protege al victimario y desprotege a la víctima, de una necesidad de 
descongestión judicial y celeridad que prevalece sobre los derechos de las 
víctimas, de la discriminación histórica que afecta a las mujeres y del 
desconocimiento de esta realidad en la práctica jurídica.” (Corporación Humanas, 
2011: 19) 
marzo de 2011 afirmar que “Cuando las pruebas solicitadas relativas a la vida íntima de la víctima no cumplen con estos 
requisitos, y se ordena su práctica, se violan tanto el derecho a la intimidad como el debido proceso de las víctimas, pues 
la investigación penal no se orienta a la búsqueda de la verdad y al logro de la justicia, sino que se transforma en un 
juicio de la conducta de la víctima.” 
29 La Corte Suprema de Justicia en Sentencia 26381 del 25 de abril de 2007 establece que no es posible inferir 
consentimiento de la ausencia de resistencia de las víctimas, pues la práctica judicial ha demostrado que “ (…) el 
abusador logra su propósito de acceder carnalmente a la víctima, sin que esta, a pesar de oponerse al vejamen, acierte a 
pedir auxilio, sea porque la fuerza utilizada lo impide, la amenaza verbal cumple su efecto constrictor, o simplemente en 
atención a que la turbación de ánimo propia del evento traumático, mediatiza la posibilidad de que se recurra a este 
desesperado medio de evitar la agresión.” En Sentencia 21691 del 17 de septiembre de 2008, además de ratificar los 
anteriores planteamientos, indica que no es posible esperar un único comportamiento de la víctima de esta clase de 
delitos, como gritar, pues eso es “hacer depender una cualidad del sujeto pasivo, que tampoco reclama el tipo penal”.   
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Durante 2009 y 2010 esta misma entidad efectuó un estudio de jurisprudencia 
que analizó la protección que las decisiones judiciales ofrecen a mujeres y niñas 
víctimas de delitos sexuales, desde un enfoque de derechos de las víctimas y 
desde la categoría de análisis de género. “El estudio analizó 210 sentencias de 
tribunales de primera y segunda instancia para identificar las posturas imperantes 
o argumentos mayoritariamente acogidos por la judicatura, así como los nudos 
críticos en los que se observan apartamientos o generación de nuevas líneas de 
interpretación de los delitos sexuales, en torno a seis temas: tipicidad, bien 
jurídico, violencia, consentimiento, responsabilidad y valoración probatoria”, y 
concluyó que “(…) solo unas pocas sentencias se reconocen como género 
sensitivas y plenamente garantistas de los derechos de las mujeres víctimas; y 
una parte importante de los fallos judiciales incorporan argumentos sexistas que 
refuerzan estereotipos discriminatorios de las mujeres.” (Corporación Humanas, 
2011: 21) 
En el caso de las mujeres indígenas víctimas de violencia sexual se presentan los 
mismos impedimentos descritos, los cuales se acentúan y agravan por su 
condición étnica. En su último Informe al Comité de la Cedaw, las mujeres 
indígenas afirman que cuando “logran instaurar una demanda bajo la justicia 
ordinaria, se carece de las garantías mínimas para llevar en buen curso sus 
procesos. No existen protocolos de atención específicos para las mujeres 
indígenas, muchas veces los casos se ventilan de manera colectiva olvidando 
normas básicas que protegen el derecho a la intimidad de las víctimas, 
especialmente, de violencia sexual.” Además en estos el acceso a la justicia se ve 
entorpecido por la falta de condiciones para participar en los procesos como 
traducciones a sus lenguas, defensores que puedan comunicarse con ellas de 
manera efectiva o que contextualicen los hechos a partir de sus condiciones 
étnicas y culturales. (Organizaciones e iniciativas de Mujeres indígenas de 
Colombia, 2013: 9) 
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Igualmente la inactividad de la justicia con respecto a los casos de violencia 
sexual en la jurisdicción ordinaria es preocupante. “De  acuerdo con la 
información reportada por la Fiscalía General de la Nación, el estado procesal de 
las investigaciones por los delitos sexuales y la violencia intrafamiliar que se 
tramitaron entre el 2009 y 2012, demuestra que entre el 81% y 90% se 
encuentran situación de impunidad” (Quintero, 2013: 60), lo cual se ve agravado 
en los casos ocurridos en el marco del conflicto armado30.
De manera que la confianza en que el sistema de justicia ordinario frente a la 
jurisdicción indígena represente la mejor opción para la adecuada atención de la 
violencia en contra de las mujeres y en particular de la violencia sexual, es 
infundado pues este aún no entiende la misma como un acto de opresión y poder 
masculino sobre el cuerpo, la dignidad y la libertad sexual de las mujeres y niñas 
y por tanto, como una manifestación de discriminación en su contra. Así pues, sus 
decisiones se distancian de considerarlo y juzgarlo en esos términos, al igual que 
de analizar la interseccionalidad de discriminación determinada por la 
concurrencia de factores como la pobreza o la pertenencia étnica de las víctimas. 
Mientras ello no ocurra, las posibilidades de que la justicia ordinaria constituya 
una alternativa acorde a las necesidades de las mujeres y niñas víctimas y de la 
garantía de sus derechos son reducidas. 
Ahora, esto da paso al análisis de la segunda cuestión que tiene relación con las 
afirmaciones de que la jurisdicción especial indígena es endeble en sus 
decisiones frente a las violaciones de los derechos humanos de las mujeres y 
niñas al no considerar su gravedad de la misma forma que la cultura mayoritaria, 
30 Al respecto la Corte Constitucional en el Auto 092 de 2008 identificó las diferentes barreras en el acceso a la justicia 
para mujeres víctimas de violencia sexual en el conflicto armado colombiano e  instó a la Fiscalía General de la Nación a 
“adoptar, a la mayor brevedad, las medidas necesarias con el fin de asegurar el avance de las investigaciones”. Sin 
embargo,  la Mesa de Seguimiento al Auto 092 de 2008 -Anexo Reservado-, constata en su quinto informe, el 
incumplimiento de lo ordenado por esa Corporación al encontrar graves patrones de impunidad en las investigaciones 
sobre violencia sexual, así como la presencia de múltiples obstáculos que dificultan el acceso a las mujeres víctimas.. 
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lo que se constata en castigos “leves” a los responsables de estos hechos y a 
veces en una percepción de permisividad de estas conductas en su interior.  
En la reflexión de este asunto resulta útil hacer mención de algunos 
pronunciamientos que ha realizado la Corte Constitucional en casos similares a 
los expuestos que dan cuenta de la discriminación en la cual se sustentan dichas 
afirmaciones, las cuáles han sido apoyadas por decisiones del Consejo Superior 
de la Judicatura que suele dirimir los conflictos de competencias en casos de 
violencia sexual a favor de la justicia ordinaria a pesar de las consideraciones 
realizadas líneas atrás respecto a su falta de idoneidad en la materia así como 
frente a su inoperancia, de lo que se concluye que tras de ello no existe una 
intención auténtica por proteger los derechos humanos de las mujeres y las niñas 
sino más bien una manifestación de discriminación en contra de los pueblos 
indígenas.
Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que aunque el Consejo Superior 
de la Judicatura realiza el análisis de los casos desde los elementos personal, 
territorial y objetivo, en casos en los que se compromete la integridad y formación 
sexual de niñas indígenas, considerado como un bien jurídico especialmente 
importante para el sistema jurídico nacional, este ente judicial otorga una especial 
importancia al elemento objetivo sobre los dos primeros, a partir de lo que justifica 
su decisión para entregar la competencia del asunto a la jurisdicción ordinaria (T-
002, 2012). 
Señala entonces que desde la “prevalencia del elemento objetivo, fundamentado 
en la existencia de un umbral de nocividad a partir del cual la jurisdicción indígena 
carece de competencia, la Sala insiste en la incompatibilidad de este 
planteamiento con la jurisprudencia constitucional, pues la exclusión de la 
jurisdicción especial indígena de asuntos de especial nocividad social es una 
postura que desconoce injustificadamente la validez del control social realizado 
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por las comunidades indígenas, al tiempo que riñe con el “relativismo ético 
moderado” adoptado por la Constitución” (T-002, 2012). 
Concluye así que “el yerro en el que incurre el Consejo Superior de la Judicatura 
al interpretar el artículo 246 consiste en suponer que la consecuencia necesaria 
del ejercicio de la jurisdicción indígena en casos que involucran la integridad 
sexual de los menores es el irrespeto por los derechos de niños y niñas, lo que 
constituye, a ojos de esta Sala, una actitud prejuiciosa y discriminatoria frente a 
los pueblos originarios, así como una desconfianza injustificada sobre sus 
procedimientos.
De la ausencia de una explicación razonable sobre las circunstancias exactas en 
las cuales los derechos de la menor peligran si las autoridades tradicionales del 
resguardo asumen la competencia del asunto, se desprende que el Consejo 
Superior de la Judicatura incurrió en defecto sustantivo al interpretar 
erróneamente el artículo 246 de la Constitución. Esta interpretación errónea 
consiste en suponer que el fin último de la jurisdicción instituida por este artículo 
es proteger al indígena infractor, de manera que –parece suponer la entidad 
accionada-la adopción de una actitud condescendiente con los adultos que han 
atentado contra la integridad sexual de los menores es connatural al ejercicio de 
la jurisdicción especial indígena” (T-002, 2012). 
Ello se ve reflejado en el caso objeto de análisis cuando el Consejo Superior 
establece que no es posible que el asunto sea conocido por la jurisdicción 
indígena, pues rebasa el ámbito de su cultura ya que se encuentra muy lejos de 
los usos, costumbres, tradiciones  y especial cosmovisión de estas comunidades, 
desconociendo con ello la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la 
naturaleza misma de dicha jurisdicción.
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Tal como lo señalo la Corte “[en] cuanto a la importancia del bien jurídico 
presuntamente afectado, la Sala considera que la integridad sexual de un menor 
es un asunto que concierne tanto a la comunidad indígena como a la comunidad 
mayoritaria. Así, por tratarse de un asunto que reviste especial gravedad para el 
derecho mayoritario y en armonía con lo que esta Sala ha sostenido sobre el 
elemento objetivo, éste deberá ser evaluado en conexidad con los demás factores 
que definen la competencia de las autoridades de los pueblos aborígenes. La 
Sala encuentra acreditado el elemento objetivo en los dos casos, y recuerda que 
lo verdaderamente importante es que la aplicación del fuero no derive en 
impunidad (…)” (T-002, 2012). 
De manera que si la postura del Consejo Superior de la Judicatura frente a la 
jurisdicción indígena en los casos de violencia sexual fuera única o mayoritaria, 
ello derivaría en la imposibilidad de su ejercicio real y efectivo, en la negación de 
su autonomía, así como en la materialización de la colonización del 
multiculturalismo denunciado en términos de “inclusión condicionada”. La 
imposición de esta forma de la visión de los derechos humanos conduce a la 
negación de las y los otros y se presenta contradictoria.
El límite de la jurisdicción indígena determinado a partir de los postulados de la 
cultura mayoritaria como lo entiende el Consejo Superior de la Judicatura, anula 
la posibilidad de un diálogo intercultural y de las oportunidades que en él se 
encuentran para una sociedad pluricultural como la nuestra, pues se parte de una 
visión única de la dignidad que se fundamenta en el falso universalismo del 
liberalismo el cuál anula la diferencia, de manera que las posibilidades de 
reconocimiento se ven eliminadas. 
Aquí se hace necesaria la referencia al último asunto referido a la inclusión de las 
mujeres y niñas indígenas en el debate, pues ellas son las directamente 
afectadas por este tipo de hechos.  A partir de ello es posible reflexionar respecto 
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al tipo de reconocimiento por el que se propende en la garantía de los derechos 
de la población femenina indígena.
Al respecto es importante destacar que abordar la participación de las mujeres 
indígenas en este y otro tipo de eventos que tienen implicaciones en su vida 
como parte de los pueblos de las que son originarias, da cuenta de la concepción 
que se tiene de las mismas como sujetas válidas o no para la interlocución, y si la 
supuesta defensa de sus derechos parte de haber superado la doble 
discriminación que padecen por el hecho de ser mujeres y su pertenencia étnica, 
en términos de capacidad, es decir si nos ubicamos por fuera de la defensa de las 
y los llamados “menores de edad” o si por el contrario esta percepción continúa 
dirigiendo nuestras acciones que constituiría una contradicción. 
En los casos en mención haber acudido a las mujeres y niñas indígenas que 
tienen tan  importante grado de significación en su cultura habría sido parte 
fundamental del diálogo intercultural al que se ha hecho referencia “a partir de 
una definición más amplia de cultura que incluya no sólo las voces y 
representaciones hegemónicas de la misma, sino la diversidad de voces y 
procesos contradictorios que dan sentido en un colectivo humano” (Hernández, 
2012: 19). 
En ello la percepción de las organizaciones de mujeres a las que se hizo mención 
habría jugado un papel determinante pues si bien en ellas ha primado el análisis 
por la forma en que la cultura hegemónica les impone roles, también han sido 
muy críticas respecto a los usos y costumbres de sus culturas que las afectan, 
pero partiendo siempre del auto-reconocimiento de su identidad a partir de su 
cultura y de sus tradiciones.
Esto permite evidenciar que las mujeres indígenas en este tipo de debates 
enfrentan un  doble reto por cuanto en un escenario de ataque general a sus 
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culturas luchan por fortalecerlas y revitalizarlas a la vez que son conscientes de la 
necesidad de “transformar autónomamente algunas tradiciones culturales que se 
han tornado en obstáculos para el desarrollo de las mujeres indígenas” (Ramírez, 
2007: 151). 
Para esta última tarea piden, al igual que lo planteaban las teóricas referenciadas 
en el aparte de la perspectiva feminista de la interculturalidad, tener en cuenta 
que es la autonomía la que podría guiar los cambios de aquellas tradiciones que 
las afectan, como una muestra de la superación de colonialismo cultural. Así 
pues, las discusiones y reflexiones acerca de eliminar o transformar determinada 
práctica tradicional deberán hacerse desde sus referentes culturales, míticos, 
ideológicos y cosmogónicos, reconociendo que lo que es bueno para 
determinadas culturas necesariamente no lo es para otra y allí cabe un debate 
amplio y respetuoso que deberá darse.
De manera que la discusión frente a la garantía de los derechos humanos de las 
mujeres indígenas debe articularse con “el tema de los derechos colectivos y 
consuetudinarios indígenas, y en esta dirección, debe tenerse siempre presente 
la mirada holística e integral de las que caracteriza a las cosmovisiones de los 
pueblos indígenas que no hacen superaciones artificiales entre los seres 
humanos y la naturaleza” (Ramírez, 2007: 151). 
En ello la experiencia de los movimientos de mujeres indígenas en México 
surgidas en medio de la lucha zapatista en los 90s31 nos ilustran sobre cómo en 
31 “La Ley Revolucionaria de las Mujeres promovida por las militantes zapatistas es uno de los múltiples documentos 
que expresan estas demandas de género. La citada ley consta de diez puntos entre los que se encuentran el derecho de las 
mujeres indígenas a la participación política y a los puestos de dirección , el derecho de las mujeres a vivir una vida libre 
de violencia sexual y doméstica, el derecho a decidir cuántos hijos tener y cuidar, el derecho a un salario justo, el derecho 
a elegir con quien casarse , a buenos servicios de salud y de educación, entre otros.  (…) 
Estas nuevas demandas de género se han expresado de distintas formas en Foros, Congresos y Talleres, que se han 
organizado a partir de 1994 y han venido a cuestionar tanto las perspectivas esencialistas del movimiento indígena, como 
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el reconocimiento de las demandas de las mujeres indígenas se está 
“desarrollando un discurso y una práctica política propia a partir de una 
perspectiva de género situada culturalmente, que viene a cuestionar tanto el 
sexismo y el esencialismo de las organizaciones indígenas como el etnocentrismo 
del feminismo hegemónico” (Hernánde
Las identidades basadas en la étnica, la raza y el género han sido fundamentales 
para determinar las estrategias de lucha de las mujeres indígenas que han optado 
por incorporarse a la lucha de sus pueblos, pero que han reivindicado para sí 
espacios específicos de reflexión que den cuenta de su experiencia de exclusión 
como mujeres y como indígenas (Hernández, 2012: 18). 
Como se había mencionado, se trata entonces de una doble lucha en la que 
reivindican frente al Estado el derecho a la diferencia cultural y al interior de sus 
comunidades el cambio de las tradiciones que consideran contrarias a sus 
derechos. “Su lucha es una lucha no por el reconocimiento de una cultura 
esencial, sino por el derecho a reconstruir, confrontar o reproducir esa cultura, no 
en los términos reproducidos por el Estado sino en los delimitados por los propios 
pueblos indígenas en el marco de los propios pluralismos internos.” 
De manera que pretender afrontar los problemas relativos a la garantía de los 
derechos humanos de las mujeres indígenas desde la idea de que son sujetas 
incapaces, se encuentra lejos de ser una actitud protectora y por el contrario es 
errada si el propósito es honesto en la búsqueda de su autonomía y del ejercicio 
de sus derechos. 
los discursos generalizadores del feminismo que enfatizan en el derecho a la igualdad, sin considerar la manera en que la 
clase y la etnicidad marcan las  identidades de las mujeres indígenas” (Hernández, 2012: 14). 
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Se requiere pues de espacios que les permitan una participación real 
reconociendo su pertenencia a una cultura específica desde la que se definen, así 
como la posibilidad de cuestionar los supuestos de las mismas sin que el límite 
esté determinado por las normas o concepciones de la cultura mayoritaria. 
4. CONCLUSIONES 
La Constitución Política de 1991 reconoció el carácter multicultural y pluriétnico 
de la Nación colombiana y a partir de ello el ordenamiento jurídico interno facultó 
a los pueblos indígenas para ejercer funciones jurisdiccionales y resolver sus 
conflictos de acuerdo a sus propias normas y procedimientos. La interpretación 
de dicha posibilidad ha sido determinada por la Corte Constitucional en el 
entendido que cuando se encuentre en pugna con otros principios 
constitucionales deberá privilegiarse la autonomía de los pueblos indígenas, 
siempre y cuando no se contraríe un núcleo básico de derechos que ha impuesto 
como límite a dicha jurisdicción especial. 
Esta Corporación ha tendido en su jurisprudencia a dar cuenta que el 
multiculturalismo  plasmado en la Carta Magna corresponde a un diálogo 
respetuoso con los pueblos indígenas sin la pretensión de imponer las 
percepciones frente a los derechos humanos de la cultura mayoritaria, lo que la 
identifica con la definición de interculturalidad de las posturas poscoloniales y no 
con aquéllas multiculturales derivadas del liberalismo.  
Aunque ello ha sido reiterado en su jurisprudencia, casos que comprometen los 
derechos sexuales y reproductivos de mujeres y niñas indígenas la han puesto en 
entredicho y el Consejo Superior de la Judicatura que funge como órgano 
encargado de dirimir los conflictos de competencia ha tendido a entregar los 
asuntos relacionados con estos hechos a la jurisdicción ordinaria, a pesar de que 
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esta no constituye una alternativa que realmente propenda por la garantía de los 
mismos.
Lo anterior constituye una muestra de discriminación frente a los pueblos 
indígenas y frente a las mujeres y niñas indígenas pues no se reconoce en estas 
decisiones la intención auténtica de garantizar sus derechos, ni un 
reconocimiento a su autonomía, pero si una reivindicación de las posturas 
liberales relativas a un reconocimiento condicionado de los pueblos indígenas 
para insertarlas en los valores de la cultura mayoritaria.
Desafortunadamente la violencia sexual en contra de las mujeres indígenas, 
ocurre al interior de sus comunidades de manera frecuente como en otras 
sociedades humanas, pero en esta confluyen múltiples factores de discriminación 
como el género, la clase y su pertenencia étnica,  entre otras, haciendo que sus 
efectos sobre las víctimas sean más gravosos.  
Aunque en Colombia se ha reconocido la necesidad de un diálogo respetuoso 
con las culturas involucradas en conflictos de competencia jurisdiccional, cuando 
ello ocurre por hechos de violencia sexual no suelen ser consultadas las mujeres 
indígenas y este diálogo parece desaparecer. 
Ello da cuenta de un modelo incompleto en el reconocimiento de la pluralidad de 
la Nación en el que persiste la discriminación en contra de las mujeres y niñas 
indígenas que desconoce sus propuestas y experiencias que a lo largo del 
continente americano  han reflexionado en torno a la posibilidad de repensar el 
multiculturalismo desde una perspectiva de género y desde un espectro más 
amplio que el del universalismo liberal que basadas en la igualdad niegan el 
derecho a la equidad, y que fundamentadas en un relativismo cultural que 
reconocerían el derecho a la diferencia, justifican la exclusión y la marginación de 
las población femenina indígena. 
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Desde dichas reflexiones y del reclamo por disentir en el interior de sus culturas 
respecto a prácticas que las afectan, a la vez de la exigencia al Estado por el 
ejercicio de la diferencia cultural, los movimientos de las mujeres indígenas están 
proponiendo alternativas para repensar el multiculturalismo y la autonomía desde 
perspectivas dinámicas de la cultura, que reivindican el derecho a la 
autodeterminación desde una concepción de la identidad como construcción 
histórica cambiante. 
A partir de ello se da cuenta de que defender el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia implica repensar la dicotomía tajante entre los derechos 
individuales y los colectivos y comprender que el  reconocimiento de estos últimos 
representa un requisito necesario y  un complemento de los individuales. 
El camino hacia la igualdad como una condición necesaria para el reconocimiento 
y consolidación de las democracias no puede recorrerse sin la participación 
efectiva de las mujeres indígenas como grupo oprimido y discriminado, de dónde 
urge la necesidad de dejar de ignorar su presencia y reconocer que son 
protagonistas determinantes en los procesos de cambio en la relación de sus 
pueblos con los Estados, posicionado sus exigencias en las agendas nacionales, 
regionales e internacionales. 
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